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IntroducCiÓn

La dialéctica entre la exclusión y la inclusión es un elemento central en la lucha contra la pobreza urbana. La ciudad es paradójica, ya que siendo un lugar de emancipación por excelencia, genera al mismo tiempo efectos perversos que limitan o desvían las perspectivas que brinda a los pobres. 

La ciudad atrae

Las migraciones del campo hacia las ciudades siempre generaron un movimiento de emancipación a través del trabajo y de una sociabilidad escogida. Esta forma de emancipación no anula necesariamente los lazos étnicos y familiares, pero los suaviza al menos parcialmente. Así, pues, la ciudad forma parte de un movimiento en donde los individuos se convierten en sujetos de su propia historia.

La ciudad, al multiplicar las oportunidades de empleo, posibilita una difusión y una acumulación de ingresos. Se desarrollan actividades que extienden su área de influencia y derivan en la formación de redes de ciudades que sobrepasan el entorno inmediato, mientras que el crecimiento demográfico en las ciudades y la extensión urbana abren crecientes salidas para la producción agrícola.

Por otra parte, la economía global es, cada vez más, una economía fundada sobre el saber. La innovación y la creatividad son sus potentes motores y la investigación y el desarrollo constituyen elementos clave. En consecuencia, los centros de decisión y financieros atraen “cerebros” de todo el mundo y las grandes ciudades constituyen espacios de un fértil cosmopolitismo. Este movimiento no garantiza sistemáticamente la inclusión de todos los ciudadanos por lo cual, en nuestra época, la inclusión no debe considerarse como una característica urbana inmanente, sino más bien como un proyecto sociopolítico. La finalidad de la integración social consiste en que cada uno pueda gozar de sus derechos y ejercer su cualidad de ciudadano. 

Pero la ciudad excluye

En todos los continentes, las grandes metrópolis siempre ejercen un poder de atracción sobre los pobladores rurales o de ciudades pequeñas, o sobre los habitantes urbanos de países más pobres. Pero la ciudad no posee mecanismos de integración a la altura de las expectativas que genera. Las autoridades locales no siempre tienen los medios ni la voluntad para hacer que los pobres gocen de condiciones de vivienda o de transporte satisfactorias, mientras que el mercado del trabajo ya no absorbe toda la demanda de empleo y la economía popular no tiene resto suficiente como para garantizar la supervivencia de los que quedan al margen, en virtud del crecimiento y el éxodo rural.

La ley de la economía-mundo, privada tanto de regulación estatal como de regulación inter-estatal (ver los fracasos de la OMC y de los encuentros del G8), erige como regla la desigualdad de acceso a los recursos y a los derechos, dejando que las políticas sociales se encarguen de atenuar los efectos más temibles. Una vez probada la ineficacia de la “dimensión social” agregada al ajuste estructural para luchar contra la pauperización, se puso en primer plano, apoyo mediático de por medio, a las organizaciones humanitarias. Por más buena voluntad que pongan sus miembros, estas organizaciones limitan su acción a brindar consuelo material y moral, al salvataje y a los cuidados de emergencia. Y de ninguna manera pueden remediar las estrategias de los fondos de pensión y otros accionistas de las compañías internacionales.

Los poderes públicos están en una situación ambivalente : por un lado organizan un sistema que tiende a excluir a masas de gente del salariado, de la estabilidad del empleo, de una vivienda adecuada, de los servicios básicos y de la educación y, por otro lado, van instaurando medidas correctivas a medida que se desarrollan, diversifican y agravan las manifestaciones de la exclusión y tienden a desaparecer las protecciones familiares y las solidaridades de base. Esta dualidad aparece en todos los niveles, desde el local hasta el nacional y el mundial.

En el plano local, los poderes municipales distribuyen ayudas a los más desfavorecidos, manteniendo al mismo tiempo una división social del espacio que excluye de hecho a una parte de la población de la vida urbana.

En el Norte, las políticas nacionales, sometidas a los imperativos del mercado mundial, acompañan las reestructuraciones económicas que dejan de lado a una parte cada vez más grande de asalariados. En contrapartida, implementan mecanismos de asistencia que permiten que la lógica dominante prosiga su curso, evitando explosiones sociales que la cuestionen. Estas mismas reestructuraciones presentan, a corto plazo, la ventaja de crear empleos en los países del Sur, en donde la mano de obra es más barata para los inversores. Pero la flexibilidad que rige a la economía mundial no posibilita la acumulación en estos países ni garantiza la estabilidad del empleo.

La inclusión es una lucha

En la actualidad, se desarrollan en las ciudades tendencias que van a contracorriente de la exclusión dominante. Se multiplican iniciativas mediante las cuales algunas comunidades pobres actúan para mejorar su situación. Existen factores de varios tipos que llevan a consolidar y posibilitar la diseminación de estas iniciativas. Citemos particularmente : la creación de redes intercomunitarias, interreligiosas, internacionales, la movilización de competencias técnicas y conocimientos científicos bajo una dirección colectiva y popular, la interpelación de las políticas y la intervención bien manejada de los actores económicos y financieros.

Asociaciones y organizaciones no gubernamentales promueven prácticas que podrían calificarse de renovación urbana popular, mientras que desde Hábitat II muchas municipalidades ampliaron sus acciones de regularización territorial, de acrecentamiento de una oferta de servicios accesibles para todos y de gestión urbana adaptada a la integración de los excluidos. Estos procedimientos son apoyados por las agencias de desarrollo multi y bilaterales, cuyos programas, en su gran mayoría, incluyen el fortalecimiento de las capacidades de los actores locales y favorecen su participación en los procesos de decisión.

La ciudad inclusiva es un proyecto político

La ciudad inclusiva es aquélla que lucha contra la pobreza y en favor de la integración (o inclusión) de todos sus habitantes. Una definición sencilla como ésta puede abarcar concepciones y estrategias diferentes. Es por ello que consideramos útil especificar cuáles son las concepciones que guían el presente informe.

Pobreza y exclusión no son sinónimos. La pobreza hace referencia a la privación de bienes, a las necesidades alimentarias, y la exclusión se refiere a un proceso societal que abarca todos los aspectos de la situación de un individuo o de un grupo y manifiesta el rechazo de este último por parte del sistema social. Cierto es que los pobres a menudo son excluidos –lo cual no ha sido siempre así -, pero existen otros motivos de exclusión además de la pobreza material. 

Pobreza y exclusión no solamente no son sinónimos, sino que tampoco son categorías heterogéneas. Detrás de estos términos se ocultan distintos fenómenos que llevan a la pobreza o a la exclusión. En consecuencia, proyectar la gestión urbana de manera inclusiva requiere, en primer lugar, un trabajo de distinción de las situaciones en función de las causas que las produjeron, de sus localizaciones, género y contextos geopolíticos; en segundo lugar, una toma de conciencia del hecho de que la pobreza y la exclusión no son estados inmutables sino procesos y, por último, la elección de una estrategia.

En estos términos, una política urbana de lucha contra la pobreza y contra la exclusión combina inevitablemente estrategias productivas y estrategias inclusivas. Las primeras son necesarias, ya que aumentan la riqueza y esto es imprescindible en la lucha contra la pobreza. Pero hasta ahora, sin embrago, el crecimiento económico no ha impedido que la pobreza siga extendiéndose y agravándose. 

Obligatorio es constatar, entonces, que las estrategias de inclusión se confrontan a un sistema general basado en la desigualdad. Frente a esto, ¿qué es lo que está en juego? : ¿la erradicación de la pobreza o, más esencialmente, la reconstrucción de las relaciones sociales y de las posibilidades de acceso de la mayor cantidad de gente posible a los derechos y al debate sobre las decisiones? Si éste es el caso, el proyecto político de la ciudad inclusiva cuestiona el hecho de que algunos gocen de privilegios a expensas de los excluidos y, en este sentido, propone un cambio social que deberá negociarse entre todas las partes involucradas.

cAPITULO uno : lAs politiCAS DE EMPLEO Y EL FINANCIAMIENTO

En términos de generación y de erradicación de la pobreza, las políticas de empleo y el financiamiento conciernen tres situaciones distintas: 

· un vasto sector informal, cuya función predominante es la sobrevivencia, y que funciona como una forma autónoma de subsistencia mediante el autoempleo;

· el campo de la micro-finanza, forma de promoción reciente, limitada en su extensión y focalizada en torno a poblaciones-objetivo determinadas;

· una redistribución del presupuesto público que, para su formulación, reincorpora en las políticas urbanas la cuestión de la situación de los pobres. 

La temática propuesta en tres niveles hace aparecer una progresividad en el enfoque y la reflexión en tres tiempos.

El primero es una estructuración histórica -a escala de la economía del desarrollo- del mercado de trabajo urbano; ésta es de tipo circular, puesto que es a la vez causa y consecuencia de una pobreza mayoritaria. Caricaturizando su dinámica, el proceso de autoempleo plantea y resuelve, según un proceso dominante de reproducción simple, la cuestión de la sobrevivencia en la ciudad. Desde luego, es una realidad que interpela al desarrollo, pero que ha encontrado sus propias reglas de producción y de perennización. Por otra parte, es esta funcionalidad de largo plazo del sector informal la que le confiere una fuerte inercia, y la historia económica europea muestra que la erradicación casi total de la pequeña producción mercantil en los siglos XIX y XX ha sido sincrónica con la primacía del capitalismo triunfante.

En segundo lugar, la micro-finanza es un instrumento compuesto y nuevo; él aparece como una palanca susceptible de introducir nuevas dinámicas socio-económicas a escala local, modificando comportamientos sociales segregativos, en particular con respecto a las mujeres. Si la evolución económica y social que la micro-finanza promueve en las relaciones mercantiles de proximidad no pretende acabar con el sector informal mediante su metamorfosis en PyME-PyMI
, el crédito descentralizado representa claramente un enfoque voluntarista a escala local.

Por último, la « redistribución pública » no es en sí misma nueva. A menos que ésta sea desarrollada aquí mediante dos cuestionamientos complementarios: ¿cómo debe ser reformulada la problemática presupuestaria en el contexto de la descentralización y de la governance y, en ese contexto, ¿qué modalidades puede asumir la lucha contra la pobreza? Con estos últimos interrogantes, se supera la gestión municipal para reintroducir, nos parece, la perspectiva política -en sentido etimológico-, ya que las opciones de sociedad están en la base de la producción de bienes y servicios públicos y del acceso diferencial a éstos por parte de las diferentes categorías sociales. 

Las tres perspectivas propuestas son, en definitiva, tres modalidades al menos contrastantes de abordar la temática de la ciudad incluyente:

La primera contempla la participación necesaria en el mercado de trabajo urbano, como lo impone el sector informal por su contribución activa (aunque con una baja productividad y una creación de valor muy reducida por unidad de trabajo); la ciudad « incluyente » es aquí con frecuencia la ciudad explotadora.

En segundo lugar, el financiamiento descentralizado modifica situaciones socio-económicas, en una escala micro y según una técnica financiera específica, operando sobre la vertiente económica: el mismo amplía de manera inductiva o « desde abajo » el campo de la ciudadanía con respecto a los más pobres. La ciudad incluyente es aquí la ciudad evolutiva a partir de una suma de trayectorias individuales positivas
.

Por último, la redistribución presupuestaria puede actuar deductivamente o « desde arriba », por la vía fiscal y distributiva, como un instrumento de reducción o de prevención de los procesos generadores o amplificadores de la pobreza. La ciudad incluyente es aquí la ciudad solidaria.

1. Las políticas de empleo a través de la noción de sector informal

La recurrencia de la temática del sector informal nos obliga a volver brevemente sobre su recorrido triunfal. En efecto, es sin duda una de las raras nociones que ha atravesado sin alteración los últimos treinta años, pese a los ataques -no exentos de fundamento- a los cuales la misma debió hacer frente, pese a las recomposiciones a la vez teóricas y empíricas del crecimiento y del desarrollo, y a pesar de la volatilidad creciente de la semántica que a ella se remite.

1.1. Ayuda-memoria: economia en desarrollo, empleo y surgimiento de la nocion de sector informal (1960 – 1980)

Después de la década de una industrialización anunciada (1960-1970), ampliamente inspirada en el presupuesto tanto clásico como marxista que auguraba al sector asalariado una generalización necesaria, el concepto de sector informal aparece en 1971. Desde entonces, el mismo ganaría reputación. No a causa de la pertinencia conceptual de esta prenoción, sino debido a su carácter estructural permanente e incluso extensivo de las pequeñas actividades mercantiles de las economías urbanas del Tercer Mundo. En efecto, la tesis de la industria industrializante (Destanne de Bernis, 1966), o más generalmente de la sustitución de importaciones (R. Prebish, H.W. Singer, A.O. Hirschman, F. Perroux, S. Amin, etc.), no funcionó, por múltiples razones, la más aparente de las cuales se vinculaba con la tasa de crecimiento extremadamente rápida de la población urbana, entre ella la población activa de las ciudades de los países en desarrollo (más de 4 ó 5 % por año e incluso cerca de 7 % para la ciudad de Abidjan a comienzos de los años 80), mientras que la tasa de crecimiento del empleo « moderno » siempre se mantuvo muy por debajo. Pero otras causas han contribuido a explicar los desequilibrios estructurales del comercio internacional (deterioro de los términos de intercambio, el intercambio desigual).  

Es Keith Hart, antropólogo del desarrollo, (Hart, 1970) el primero en utilizar, en 1971, la noción de sector informal a partir del desfasaje observado entre salario y necesidades monetarias del sub-proletariado urbano en Ghana. La Organización Internacional del Trabajo habría de retomar a continuación esa noción, definiendo este sector a partir de cierto número de características
. 

En la perspectiva del Estado-providencia, la franja superior de un sector semi-informal, en la frontera del sector moderno, ha sido objeto de una política de promoción sistemática
, más bien centrada en la mejora de la oferta. Este postulado empresarial remitía implícitamente a una cuestión transversal que recorre entonces de manera insistente la percepción del sector informal: la de la subsistencia y/o de la acumulación. ¿Se trata exclusivamente de un sector de sobrevivencia, o bien abriga capacidades de acumulación mediante la generación de un excedente neto? La cuestión estaba repleta de consecuencias, ya que iba a servir de fundamento a políticas de sostén público internacional (PNUD, ONUDI, PROPARCO, etc.) con vistas a proyectar a cierto número de micro-empresas al rango de PME y de PMI.

Así, en el contexto de la economía del desarrollo neo-keynesiana, la dinámica del « sector informal » remitía a dos concepciones principales :

-
el excedente estructural de fuerza de trabajo, que ve en una conjugación imperfecta y duradera de la oferta de trabajo en la ciudad (tasa de crecimiento demográfico, migración hacia la ciudad) y de la demanda de trabajo por parte de las firmas (industrialización incompleta) la causa de un déficit estructural de creación de empleo asalariado;

-
la tasa de salario aplicada por las empresas modernas, privadas y públicas, es insuficiente para cubrir los costos de reproducción de la fuerza de trabajo que esas mismas unidades emplean. Esta brecha sería cubierta por ingresos adicionales informales (la ausencia de cobertura social o de jubilación remite a la misma problemática de la sub-remuneración del sector asalariado moderno). Es esta perspectiva heterodoxa la que inspiró a Keith Hart.

Paralelamente a estos debates teóricos, un trabajo metodológico importante de cuantificación del empleo informal fue realizado en la mayoría de los países en desarrollo.

A comienzos de los años 80, la problemática de la informalidad se enriquece con un enfoque que procede directamente de un neoliberalismo renaciente tras una larga fase keynesiana. El Estado y su lentitud y pesadez son explícitamente puestos en cuestión. Las trabas burocráticas y el elevado costo de transacción que la administración impone a las firmas pequeñas o grandes, van a ser presentados como la causa de la informalización de las actividades urbanas que no tienen otro recurso para existir. Los trabajos de Hernando De Soto llevados a cabo en Perú ilustran perfectamente esta tesis, que no obstante deja ver también sus límites (De Soto, 1986).  

En efecto, los trabajos llevados a cabo por la OCDE
 a comienzos de los años 90 van a mostrar que « a-legalidad » (ausencia de legalidad) no opera como un ocultamiento frente al Estado sino como un modus vivendi cuya responsabilidad es ampliamente compartida y explicada a la vez por el funcionamiento de las PME-PMI y también por el de la administración. En cualquier caso, la burocracia es poco o nada citada en la mayor parte de las investigaciones como causa primera de la informalidad en este estrato de empresas pequeñas y medianas
.
1.2. El fin de los Trenta Años Gloriosos y la résistencia del sector informal

En el curso de la década del 80, el vuelco hacia las tesis neoliberales y la implementación de los planes de ajuste tendrán consecuencias en términos de incremento del empleo informal. Esta ampliación se produjo bajo el efecto del retroceso a menudo brutal de la economía pública (empresas públicas, administración, reducción de déficit, etc.), sin modificación de las fuertes tendencias a la urbanización y al crecimiento urbano. Se puede estimar que en el curso de los años 90, el empleo informal devino mayoritario en el conjunto de los países en desarrollo, pasando a representar entonces más de las tres cuartas partes del empleo urbano.

Esta economía popular aparece como un muro de contención espontáneo -aunque a veces bien insuficiente- contra la extrema pobreza. Dada su muy fuerte adaptabilidad a la demanda, sus bajas inversiones en términos de capital técnico y financiero, su capacidad de adaptarse a una demanda escasamente solvente (pequeñas cantidades producidas o comercializadas, precios reducidos, relación personalizada con la clientela), presencia permanente y generalizada, la misma se disemina en todos los compartimentos de la economía urbana monetaria.

1.3. Fisonomia dominante del sector informal  

Las actividades comerciales dominan ampliamente, siendo muy generalmente minoritarios la producción y los servicios. El artesanado artístico, los transportes o la construcción son en la mayoría de los casos sectores marginales. 

Las mujeres son mayoritarias en el sector comercial, mientras que los hombres lo son en el sector de la producción y la construcción. El sector informal es mayoritariamente joven. 

En lo que respecta al capital humano, la mayoría de los activos del sector informal tienen un muy bajo nivel de instrucción, incluso si allí están representados todos los niveles de instrucción (con predominio masculino para los niveles más elevados). La facilidad de ingreso al sector informal -en lo que se refiere a la capacitación técnica o más bien su ausencia- es una característica fuerte de estas actividades. La incorporación se efectúa en el lugar de trabajo mediante un aprendizaje de tipo familiar. La capacitación técnica está allí muy débilmente representada. Los trabajadores independientes constituyen el grupo predominante.

La precariedad de estas actividades informales adopta varias modalidades: en particular, inestabilidad de la localización del establecimiento, importante rotación (turn-over) de los activos,  cualquiera  sea su estatuto, posición a menudo cambiante frente a las obligaciones administrativas y fiscales respetadas de manera irregular, variación no controlada del volumen de negocios y de los ingresos distribuidos.

La contribución global del sector informal al valor agregado nacional urbano
 es con frecuencia considerable. Ella será aún más elevada cuando la economía nacional es insuficientemente avanzada. Por ejemplo, la misma representa 25% del PIB en Burkina Faso en 1985, o sea tanto como el sector moderno. Pero los ingresos distribuidos -además de ser inestables y difícilmente aprehensibles puesto que no registrados- son extremadamente dispares según los estatutos, las actividades, los períodos. La lógica dominante es la de la autosubsistencia, lo que disimula mal la existencia de bolsones de pobreza pero también, en ciertas actividades y bajo ciertas condiciones, los posibles signos de una insuficiente acumulación.

Todas las concepciones voluntaristas relativas al sector informal parecen haber encontrado rápidamente su límite. Ya sea la formalización via la registración, ya sea la promoción mediante la transformación de las micro-empresas en PME/PMI, ya sea via una subcontratación controlada o incluso en materia de mejoramiento del nivel técnico de la mano de obra (capacitación técnica) como del de los patrones (gestión, contabilidad).

Con la extensión de la informalidad en contextos de ajuste estructural y de recesión, nuevas formas de pobreza urbana han ampliado el espectro de la subsistencia, derivando de lo informal en lo ilegal, incluso en los intersticios de las zonas ricas: los sin domicilio fijo, o los ocupantes de veredas, la desintegración de las familias, el aumento de la criminalidad y las lógicas de violencia (comprendidos los niños), los reagrupamientos correlativos de las clases acomodadas en « ghettos » autónomos, la expulsión y reubicación de los pobres en las periferias urbanas.

1.4. Impacto de las politicas de ajuste 

Tras la implementación de los planes de ajuste estructural a comienzos de los años 80, la desestabilización de las economías africanas ha reforzado su nivel de informalización, en particular en el mercado de trabajo y aún más claramente en las áreas urbanas
. 


El sector informal constituye el modo de inserción privilegiado en el mercado de trabajo, teniendo en cuenta la congelación del reclutamiento de la función pública y de una oferta de trabajo insificiente por parte del mercado de trabajo de las firmas privadas.

La extensión del sector informal, inducida por la situación recesiva observada en el mercado de trabajo moderno, no modificó la lógica binaria del sector informal que permanece estructurada en torno a dos componentes de peso muy diferentes :

-
una franja minoritaria de empresas de producción y de servicios, poco numerosas e identificables, sea por el nivel de formación y la carrera profesional de los pequeños patrones, sea, en menor medida, por su conexión directa o indirecta con los medios dirigentes; de ello resulta una capacidad de reproducción e incluso a veces de expansión, pero ésta se traduce más en una combinación de actividades (transporte, cría, pequeño comercio, producción) que en el crecimiento de una actividad determinada.

-
un sector de subsistencia numéricamente dominante y compuesto esencialmente de micro-actividades comerciales ampliamente iniciadas por mujeres y poco remunerativas. 

La franja alta de PME-PMI persiste y corona el sector informal en la bisagra con el sector moderno. Esta se caracteriza por cierta capacidad de ganancia y de acumulación cuyo origen muestra que su trayectoria o su constitución no es la que predomina en el sector informal.

1.5. Reactivacion de la dinamica macro-économica e impacto en la fisonomia del sector informal

En la perspectiva de reactivación económica inducida, el desmantelamiento aduanero y la apertura al comercio mundial
, el ejemplo de Madagascar es interesante por dos motivos (Razafindrakoto y Roubaud, 2001): una recuperación de su crecimiento económico, ya que la tasa de crecimiento del PBI per cápita es de nuevo positiva (+2% en 1999) y la existencia de datos confiables a través del proyecto MADIO, cuyo objetivo era permitir una observación de la reduccción de la pobreza y de las condiciones de vida. Esta observación abre el debate sobre la optimización de la observación y del relevamiento estadístico destinado a seguir la evolución del mercado de trabajo y de los ingresos de los hogares.

La experiencia de las encuestas DSA (Dimensión del Ajuste Estructural) que el Banco Mundial intentó instrumentar en Africa en el curso de la década del 80 encontró rápidamente sus límites: la ausencia de capacidades técnicas para desarrollar localmente estas encuestas pesadas, su envergadura y su complejidad llevaron a cuestionar su continuación y perpetuidad.

En cambio, el dispositivo de recolección implementado en Antananarivo revela algunos puntos fuertes: la confiablidad de la información, la regularidad del seguimiento, la comparabilidad en el tiempo, los bajos costos y la apropiación por parte de competencias técnicas locales. Además, el dispositivo es modulable, repetitivo y así pues, generador de economías de escala, sometido a un control de calidad constante y apoyado mediante una capacitación de quienes intervienen en él. 

	Sectores
	Valor  absoluto
	%

	Sector informal
	415000
	56

	Sector moderno
	138000
	29

	ONG, Iglesias, Asoc. 
	9000
	1,8

	Adm. Pública
	44000
	9,3

	Total ocupado
	415000
	87

	Total de empleos
	475000
	100


Ventilation du marché du travail (Composición del mercado de trabajo). Antananarivo 1999. Madio. 


1.6. Politica publica internacional y sector informel

El sector informal es ambivalente desde el punto de vista de las organizaciones internacionales: por una parte, el mismo escapa a las reglas fiscales y sociales vigentes, mientras que su aplicación y su generalización son un objetivo insoslayable. Pero, por otra parte, se ha vuelto un actor económico importante cuyo crecimiento hay que fomentar y facilitar. A este respecto, la OIT propone un enfoque pragmático, que incita a los operadores del sector informal a aplicar ciertas normas mínimas (por ejemplo, prohibición del trabajo de menores o apoyo a los operadores femeninos). El Banco Mundial participa también de este esfuerzo. El Programa de Apoyo al Sector Informal en Costa de Marfil es un ejemplo reciente (Bourreau, 1999), que ilustra una tentativa en el sentido de inventar nuevas formas específicas de acción, tanto en materia de intrumentos financieros como en materia de capacitación y acompañamiento de micro-empresas.


Programme d’Appui au Secteur Informel PASI

1.7. Sintesis 

En materia de dimensionamiento y medición del sector informal, desde hace unos veinte años se han hecho avances considerables en el plano metodológico, particularmente en Africa:

-
a escala nacional, en materia de mediación del empleo informal y de su contribución al valor agregado a través de encuestas y relevamientos a nivel de los establecimientos;
-
a escala urbana, a través de encuestas de empleo o de encuestas mixtas « hogares/establecimientos »
 que permiten evaluar las evoluciones coyunturales en términos de empleos y de ingresos.
Para medir las tendencias -en términos de empleos y de ingresos- del sector informal urbano, era indispensable disponer de indicadores eficaces. Las metodologías para hacerlo existen de ahora en adelante.

1.7.1 ¿Reproducción ampliada del sector informal o extensión de la economía informal?

Mientras la noción de Tercer Mundo estalló a comienzos de los años 80, a la vez con la recomposición de los países del Sur (NPI: Nuevos Países Industrializados; Países emergentes; Economía en transición; PMA: Países Menos Avanzados; PPTE: Países Pobres Muy Endeudados, etc.) y una nueva división del trabajo ligada al fin del fordismo, a las megafusiones y a la globalización polarizada de la economía mundial, la noción de sector informal es recurrente. Sin embargo, los estudios y las presunciones que éstas autorizan, muestran que el sector informal no es monolítico ni estable y que su fisonomía y su sentido no son idénticos en todas partes.

La alternativa « accumulación versus subsistencia » es sin duda hoy en día menos potente que hace una o dos décadas. En cambio, la expansión de la economía informal hacia arriba (droga, corrupción, en el corazón del sector formal y del Estado) y hacia abajo (mendicidad, delincuencia, población refugiada, economía de guerrilla) constituye realidades fuertes y por lo tanto temas emergentes de la economía y de la sociología urbanas de los países en desarrollo (pero no exclusivamente).

1.7.2 Sector informal y ciudad sustentable 

El sector informal es en esencia una forma de integración al mercado de trabajo y a la economía popular urbana. A este respecto, por las oportunidades de auto-empleo que ofrece, la ciudad es necesariamente incluyente en el sentido de que ella incorpora tautológicamente al conjunto de los habitantes urbanos y neo-urbanos.

Pero si se atribuye a la noción de sustentabilidad el sentido de irreversibilidad
, el sector informal se torna teóricamente un indicador de la distancia que falta recorrer hasta el desarrollo urbano sostenible (considerando no obstante que existe una zona irreductible de informalidad en todo sistema económico, cualesquiera que sean su nivel y su ritmo de desarrollo). A este respecto, el sector informal es sin duda, para las economías en desarrollo, el mayor modo de inclusión del trabajo mercantil en la economía urbana. Lo seguirá siendo mayoritariamente en tanto la transición demográfica no se haya completado a escala mundial.

A la inversa, más allá de cierto umbral de violencia (delincuencia, guerrilla urbana) y de pobreza, la ciudad vuelve a ser expulsora. 

Las salidas de parte de la población fuera de la ciudad o fuera de cierto tipo de ciudades, pueden tener lugar. ¿Son por eso factores limitantes al desarrollo del sector informal? En todo caso, estas « fugas » no permiten anticipar modalidades de reinserción, informales o no, de los migrantes en su lugar de llegada. 

Convendría precisar a qué precio se opera la inclusión en el mercdo de trabajo informal. Se sabe también que el costo social de esta inclusión urbana no pesa de manera idéntica en los diferentes segmentos del sector informal (niños, adultos jóvenes, mujeres). Del mismo modo, el costo ecológico de las condiciones de trabajo padecidas en y por el sector informal, merecería ser planteado con vistas a la creación de empleos y de ingresos.

1.7.3 Sector informal y desarrollo local 

El sector informal podría convertirse en dual, menos por la distinción entre acumulación y subsistencia que entre pobreza absoluta y niveles de recursos socialmente aceptables, es decir, considerando en el seno del sector informal los nuevos ordenamientos que lo colocan en el centro de los procesos de governance y de las economías locales.

La inclusión en la ciudad ya no se efectúa entonces mediante la sola incorporación al mercado de trabajo y a través del estatuto de activo. Ella pasa por la inclusión en la ciudad a través de una gestión ciudadana que invita a los activos del sector informal a penetrar los espacios del poder urbano. La governance y su concepción participativa ¿le permitirán superar el carácter no registrado de este sector y sortear entonces el postulado de la representatividad y de la legitimidad formales atribuidas por la administración fiscal o aquella a cargo del Trabajo? La descentralización, por medio de la movilización de los recursos y los actores locales, podrá ser un factor de fortalecimiento de la legitimidad económica y política del sector informal - hipótesis que sigue siendo contingente en función de las opciones políticas de los poderes locales.

Hacen su aparición, pues, nuevas concepciones que derivan de la noción de desarrollo local y de la de governance (es probable que esta dinámica ciudadana pase de manera privilegiada por la cuestión del financiamiento de estas actividades, puesto que dar crédito es creer).

Y contrariamente a lo que se practicó en las décadas precedentes, ya no son los financiamientos estrictamente exógenos los que vienen a apoyar la promoción del sector informal, sino un nuevo modo de movilización de los recursos locales. La intermediación financiera moviliza también competencias asociativas a través de las ONG próximas de los operadores a los que se ayuda. Las instancias internacionales, manteniéndose activas, están menos directamente implicadas, ya que su rol de mandantes pero también de facilitadores se inscribe claramente en una dialéctica « global/local ».

Así, la gestión voluntarista y transformadora con respecto al sector informal -ya sea que apunte a su eliminación o a su promoción- ha cedido lugar a un enfoque de acompañamiento y de participación de este vasto conjunto de actores. Este enfoque no es sólo « economicista », sino más ampliamente social, incluso si las cuestiones de fondo permanecen idénticas. El equilibrio teórico a encontrar entre los tres parámetros de base sigue estando fundado en :

-
la coordinación y el estímulo de políticas macro-económicas a escala mundial para estimular la recuperación de un crecimiento sostenible;

-
la armonización nacional de medidas micro y macro con las consecuencias del crecimiento mundial;

· la búsqueda progresiva de medidas de reducción de la pobreza, del desempleo y de las desigualdades a fin de insertar mejor el sector informal en las dinámicas económicas e institucionales locales.

Dicho en otros términos, las condiciones de reabsorción de la pobreza pasan por un crecimiento económico sostenido, incorporando equitativamente el factor trabajo, alimentando un gasto social particularmente orientado hacia el retroceso de la pobreza.

2 . El financiamiento

2.1. Accèso al credito: la micro-finanza

Paralelamente al « sector informal », algunas formas específicas de ahorro y crédito han sido puestas en práctica para acompañar la emergencia y el funcionamiento del mismo. Los créditos a los proveedores, les préstamos familiares, las « tontines »
 o los préstamos usurarios han sido instrumentos financieros del auto-empleo y de las pequeñas actividades artesanales y comerciales urbanas. Desde hace tres décadas, todos los estudios han mostrado que para el sector de subsistencia urbano, los financiamientos eran con mayor frecuencia informales, de proximidad y no institucionales.

Más ampliamente, la economía popular urbana ha desarrollado -o más bien prolongado- un entramado de relaciones de créditos y de deudas, de redes de relaciones entre notables y deudores, donde se entrelazan cohesión social vertical y ayuda mutua económica monetarizada. 

De allí han surgido, desde hace menos de dos décadas, las nociones de micro-crédito, de micro-finanza o incluso de finanza descentralizada. Estas nociones son eminentemente polisémicas: es útil, pues, examinar esta terminología a fin de evitar una visión homogeneizante y « paupériste » que haría de la indigencia en la ciudad una constante histórica y universal
.

2.1.1. Definiciones múltiples

En principio, los términos « micro-finanza » y sus equivalentes suponen: 

-
un nivel reducido de fondos comprometidos (en materia de niveles del micro-financiamiento, el Banco Mundial ha establecido un umbral variable relativo a los montos de estos micro-créditos que no pueden exceder el 40% del PIB por habitante
). 

-
circuitos de ahorro y de crédito de tipo tradicional; 

-
una relación estrecha entre acreedor y deudor; 

-
operaciones muy personalizadas realizadas en su origen fuera de un marco legal e institucional.

Movilización tradicional del ahorro 

La micro-finanza puede ser percibida como el instrumento financiero de un control social adosado a relaciones de dependencia tradicionales; el clientelismo y la inversión social están fuertemente anclados en estas prácticas cuya incidencia económica a veces hipoteca pesadamente el porvenir: « Las diversas modalidades de ahorro y de crédito fuera del sistema bancario, calificadas generalmente de informales, siempre existieron en Mauritania. »
 (Association d’Economie Financière, 1997 ).

Insuficiencias del sistema bancario moderno

Pero estos instrumentos financieros ¿no subrayan también ciertos disfuncionamientos y límites del mercado? La micro-finanza aparece generalmente como una consecuencia necesaria de un sistema bancario moderno extremadamente timorato frente a agentes insuficientemente solventes. De manera simétrica, ella ilustra la incapacidad del sector bancario institucional para movilizar el ahorro nacional (reglamentación de tasas desfavorables para los ahorristas) y la falta de fondos a pedir en préstamo. Así, la existencia de la intermediación financiera informal identifica las necesidades de financiamiento no satisfechas y puede ser considerada como un indicador del potencial de crecimiento económico de base popular. El sistema bancario llamado « moderno » parece sin embargo inadecuado para forjar los instrumentos financieros de este crecimiento económico « desde abajo ». Lo es tanto menos hoy en día ya que ha sido particularmente afectado por una gestión a menudo demasiado laxa, que durante la década del 80 culminó en numerosas quiebras: « Senegal, que disponía de al menos veintidós instituciones a comienzos de esa década, se encontró con sólo nueve establecimientos a fines de 1991; no quedan más que ocho en 1996 » (Ibid., p.70).   

Sistema financiero alternativo 

Pero la micro-finanza ¿no puede ser considerada también como una caja de herramientas alternativas, una suerte de contra-cultura
? ¿Se trata, al contrario, de empujar de manera voluntarista los límites de la economía mercantil y del capital para hacer acceder a ellos a la mayoría? A este respecto, la micro-finanza es en primera instancia un medio de lucha contra las prácticas usurarias. Pero más fundamentalmente, la ausencia de garantía material o financiera de los más pobres es compensada por el principio de la garantía solidaria del grupo al cual pertenece el beneficiario. Retomando el fundamento de las « tontines » y otras asociaciones de ahorro, la pertenencia a una red social es una alternativa a recurrir a una hipoteca o aval.

La micro-finanza es también una suerte de Janus, puesto que apunta tanto a movilizar el ahorro informal como a asegurar la distribución de créditos de bajos montos unitarios (sin que sea seguro que estos dos circuitos resulten estrictamente unívocos: un ahorro obtenido a partir de ingresos formales puede volcarse en circuitos financieros no formales). El efecto inverso es también cierto ya que ejemplos como el del Banco Mouridoulah en Senegal muestra que la dualidad de las redes puede esfumarse: este banco senegalés moviliza el ahorro informal a través de la recolección de fondos entre los Mourides
 de un mismo barrio o de una misma empresa. Más generalmente, la institucionalización de los organismos de micro-finanza y los lazos de cooperación que pueden tejerse con la red bancaria llamada moderna tienden a diluir la frontera entre formal e informal.  

Definición por la escala del ahorro

La escala de la micro-finanza puede variar en función del perímetro de movilización del ahorro (familiar; « tontine »; asociaciones formales que funcionan con el ahorro de sus miembros; asociaciones adosadas a una línea de créditos de un organismo financiador; movilización de un ahorro nacional).

Así, la micro-finanza -incluso si se refiere siempre a montos unitarios modestos- puede inscribirse en una red más o menos amplia de captación de ahorro: muy acotada en el caso de las « tontines » familiares, mucho más amplia cuando se trata de desarrollar la intermediación financiera entre hogares y micro o pequeñas empresas.

El cambio de escala de la micro-finanza interviene necesariamente cuando ya no es sólo el ahorro de los miembros de asociaciones el que garantiza los préstamos acordados, sino cuando se trata de créditos externos que permiten multiplicar la intermediación financiera. Esta es aún más extensa cuando se entra en un sistema de movilización del ahorro privado nacional (pero en ese caso de sistemas de caja de ahorro y de crédito, es indispensable considerar los parámetros macro-económicos, como la capacidad de ahorro por categorías de agentes, a fin de evaluar la factibilidad de los sistemas de préstamos; la confianza de los agentes y los niveles de rentabilidad de los préstamos son tanto más estratégicos).

2.1.2 Las lógicas de la micro-finanza

Más allá de los montos unitarios de los créditos o de los volúmenes globales de ahorro captados, conviene distinguir las lógicas que operan en esta esfera financiera heterogénea.

-
una lógica tradicional, incrustada en el entramado complejo de créditos y de deudas,  adosado a los lazos familiares y étnicos que aseguran muy a menudo el gasto cotidiano (Baumann, 1998) pero también inversiones económicas (el caso de las cofradías Mourides en Senegal a partir de la renta de la agricultura manicera) o sociales y simbólicas (casamientos, nacimientos, decesos)
;

-
una lógica, dominante, de tipo financiero y comercial (rentabilidad), desarrollada en el continente africano mediante sistemas mutualistas y cooperativos, y en los países de Asia
 y de América Latina, por las instituciones de micro-finanza o bancos comerciales del Estado;

-
una lógica más focalizada, impulsada por las ONG, de importancia relativamente escasa en términos de volumen financiero y de población involucrada, orientada hacia grupos- objetivo pobres a través de una estrategia social y financiera a menudo voluntarista y ciudadana.

En materia de micro-finanza, cabe distinguir, por una parte, los compromisos financieros que ocupan un lugar en un entramado social tradicional, estructurado según una racionalidad sin duda más social que económica, y por otra parte, los préstamos que crean un vínculo contractual entre acreedor y deudor en un lapso de tiempo determinado. Los primeros tendrían tendencia a permitir la preservación de la cohesión social de tipo tradicional más allá de las incertidumbres económicas cotidianas. 

La micro-finanza puede también atenuar situaciones generadoras de subdesarrollo, interviniendo de manera positivamente diferenciada sobre segmentos específicos (mujeres, sector secundario más que comercio o inmobiliario).

Sin embargo, cabe interrogarse sobre el clivaje dual propuesto distinguiendo un sector formal -con reglas de funcionamiento que se apoyarían en una racionalidad económica cuya exigencia no permitiría el acceso a los pequeños proyectos. En todos los casos, el « capital social » -el conjunto de las relaciones de proximidad, étnica, política (o su imbricación) no formalizadas, portadoras de una garantía de confianza y de connivencia
- parece estar en la raíz del proceso de la intermediación financiera porque el mismo va mucho más allá de la mera perspectiva de reembolso de los préstamos acordados: cuanto menos importante sea el capital social que vincula a acreedor y deudor, más elevados serán el margen de reembolso y la probabilidad de no obtener este financiamiento.  

2.1.3. Formas y funcionamiento de la micro-finanza

Es en Asia donde el sistema de micro-finanza está más extendido
. En América Latina, los volúmenes de actividades son significativos aunque menos importantes
. 

El perfil general de este dispositivo de ahorro y préstamo es el siguiente : 

-
su monto es modesto  (algunos cientos de dólares); 

-
el período de reembolso es del orden de un año; 

-
las mujeres son sus principales beneficiarias; 

-
los sectores apoyados son: la agricultura, el comercio, la pequeña artesanía y la industria de transformación. 

Si hay indicios que dejan suponer que estos micro-créditos mejoran el nivel de ingresos de los hogares, su impacto no puede ser objeto de una conclusión definitiva. No sólo las dificultades metodológicas obligan a cierta prudencia frente a resultados muy positivos, sino que cabe preguntarse si, más allá de la definición que se adopte para la pobreza, los más pobres tienen efectivamente acceso a este tipo de financiamiento. 

Por otra parte, pese a la profusión de instituciones de micro-finanza que están en actividad
, cabe observar que el Banco Mundial no ha distribuido para este tipo de crédito más que 218 millones de dólares US, mientras que según una estimación reciente, para alcanzar a 100 millones de familias pobres en 2005, convendría pasar a una cartera de crédito anual de 2,5 mil millones de dólares US. 

Otra debilidad del dispositivo podría provenir de los costos de transacción elevados que generan los intermediarios financieros que, por inexperiencia o defectos de gestión, aumentan fuertemente el costo del crédito más allá de una tasa de interés óptima. Este sesgo conduce a privilegiar sectores cuyas tasas de ganancia son las más elevadas (el comercio en particular). En este sentido, una selección
 y una coordinación de las instancias de intermediación financiera han sido encaradas en el marco del Consultive Group to Assist the Poorest  (CGAP), que nuclea a los principales
 organismos financiadores internacionales. Se trata de asegurar que estas operaciones de micro-finanza se inscriban en el tiempo; caso contrario, ellas se asemejan, para las agencias de financiamiento, a las acciones puntuales humanitarias o de asistencia. Una de las condiciones de esta irreversibilidad de tales experiencias pasa sin duda por la combinación de la distribución de préstamos y de recolección del ahorro. 

En esta perspectiva, diferentes orientaciones merecen además ser exploradas o reforzadas: el apoyo a las pequeñas empresas
, la capacitación y el aprendizaje. De manera más general, el micro-crédito debería ser visto como un componente de política en favor de los pobres, incluyendo la salud, la nutrición, la vivienda, etc.

2.2. La redistribucion a traves de las politicas publicas

La redistribución pública se inscribe esquemáticamente en el procedimiento económico y político de obtención de los ingresos fiscales (base imponible, recaudación, rendimiento, etc.) y en el de su afectación (funcionamiento, inversión) via el procedimiento y el debate presupuestario nacional y centralizado. Agreguemos a esto las tres proposiciones siguientes :

-
en este ordenamiento, la cuestión de la redistribución no es independiente de la recaudación, ya que los ingresos preceden a la afectación de los recursos públicos.
-
en el contexto de los países en desarrollo, es preciso constatar que la política presupuestaria no ha sido muy favorable a las poblaciones pobres y, más aún, que su carácter excluyente respecto de las mismas es reconocido. 

-
con la dinámica de descentralización, la movilización de los recursos locales y también externos se plantea ahora en términos diferentes, teniendo en cuenta las nuevas perspectivas trazadas por la subsidiariedad y la buena gestión.

En estas condiciones, los protocolos de la captación de recursos fiscales y los de su afectación presupuestaria deben ser revisitados a la luz de las nuevas consignas internacionales, a fin de identificar los puntos sobre los cuales la acción colectiva -pública, asociativa- podría ejercerse en favor de la inclusión activa
 de las capas pobres de la población urbana. Sin entrar en el debate fiscalista de las retenciones
 a escala nacional en las economías en desarrollo, es posible señalar las inflexiones que el paradigma del desarrollo local ha introducido o va a introducir a escala de los nuevos territorios del desarrollo, en el terreno de la recaudación y de la redistribución presupuestaria.

2.2.1 Los nuevos modos de acceso a los bienes públicos 

En materia de asignación, dos tendencias de peso han marcado la década de los 90: por una parte, la primacía de la mercantilización y, por otra parte, la subsidiariedad que adoptó con frecuencia una doble forma a veces confusa, oscilando entre la descentralización « a la francesa » y una buena gestión más bien anglosajona.

Mercado o « servicios públicos »

La dificultad de aplicar el derecho regaliano a recaudar impuestos dio lugar a la transformación de los servicios públicos (cuyas tarifas eran subvencionadas o determinadas según sus precios de costo) en servicios mercantilizados pagos y rentables.

Sería sin duda reduccionista, en muchos casos, considerar que la primacía de la mercantilización corre el riesgo de excluir en adelante a los más pobres del acceso a los servicios públicos, como si lo contrario hubiera sido siempre el caso hasta el presente. La cuestión es más bien preguntarse en qué condiciones el nuevo paradigma del desarrollo de base local podrá incluso responder a las necesidades colectivas de base mejor de lo que lo hacían sin gran éxito los Estados « providenciales ».

Dos vías están entonces abiertas: una por el mercado y la otra por la fiscalidad. Esquemáticamente, esta alternativa supone que en el primer caso, la governance es más bien el modo de regulación que domina con una concertación entre actores locales, nacionales e internacionales, ya sean privados, asociativos y también públicos, constituyendo la participación el fundamento de su legitimidad. Con la descentralización, es claramente del lado de los poderes públicos territorializados (nacionales, regionales y municipales) que se sitúa la regulación política, constituyendo la representatividad electiva la base de legitimidad pero también de legalidad. Como corolario, esta concepción supone que la existencia democrática  y el poder de decisión de los gobiernos locales sean establecidos a la vez con respecto al Estado central pero también con respecto a los operadores privados y asociativos. 

La impermeabilidad de las estrategias desarrolladas a partir de las « consignas internacionales », en particular entre « descentralización y governance », permanece intacta frente a la lucha contra la pobreza. La cuestión es sin duda menos la de preguntarse qué vía -la de la governance o la de la descentralización, o qué combinaciones entre estas dos vías- será la más favorable a la reabsorción progresiva de la pobreza, que la de instilar en cada uno de los enfoques dominantes arreglos aptos para contribuir a ello. 

Otra fuente de financiamiento merecería ser captada teniendo en cuenta su importancia en un buen número de países en desarrollo: los « giros » o la repatriación regular de una parte de los ingresos percibidos en un país extranjero, sea éste desarrollado o no, ¿incrementan las desigualdades a nivel local, o bien son factores de reducción de la pobreza individual y colectiva? Esta perspectiva inductiva está destinada a ilustrar un método de identificación de mecanismos reductores o amplificadores de la pobreza desde abajo.

2.2.2 A propósito de la redistribución

De manera general, es preciso observar que la problemática de la pobreza sigue estando marcada por un enfoque que agrega situaciones individuales: los pobres aparecen entonces como una masa indiferenciada de individuos cuyos recursos monetarios individuales son nulos o ínfimos y su acceso a los bienes públicos muy limitado. Sin duda que un primer vuelco se operó con el sector informal, porque después de haber admitido que el mismo no era mayoritariamente un semillero de empresarios sino un sector de sobrevivencia, le fueron aplicadas políticas específicas: el micro-crédito es sin duda la primera que logró éxito verdaderamente, en particular con su apoyo a las mujeres independientes. Pero con la descentralización cabe preguntarse si la alternativa semejante a la abierta por la acción positiva no podría ser retomada en favor, no de los individuos pobres, sino de entidades pobres. Se trataría de identificar, en el medio urbano, las comunas más desheredadas para aplicarles medidas positivamente discriminatorias. Las colectividades urbanas más pobres son aquellas que cuentan mayoritariamente los individuos más pobres. Así, desde el punto de vista de la estrategia de acción, ¿no podría considerarse la contextualización de las poblaciones pobres en su espacio urbano y su economía territorial, con respecto a los cuales existen modos operatorios específicos? Se trataría de fortalecer, mediante un enfoque « meso » apropiado, la acción en favor de las entidades más pobres. Este objetivo parte de la constatación de que la descentralización probablemente va a amplificar la « competencia de territorios » y va a sacar a la luz a las « regiones que pierden », es decir que aumentará, en particular en el medio urbano, el número de pobres, o amplificará las diferencias promedio de riqueza o, más frecuentemente, de pobreza entre comunas o regiones.

Esta perspectiva invita a imaginar acciones preventivas que reduzcan la vulnerabilidad no solamente a escala de los individuos, de un sector (informal) o del género (mujer), sino también a la escala territorial que se convierte en la referencia en materia de economía y de fiscalidad. Existen comunas urbanas insuficientemente dotadas o que cuentan con una cantidad elevada de población pobre, que afrontan la descentralización en condiciones muy inciertas. Actuando de manera específica con respecto a ellas, es su nivel de vida medio el que será preservado y hasta mejorado.

Frente a las políticas de descentralización homogeneizantes, mecanismos preventivos podrían pasar por ejemplo, por una mejor coordinación e incitación, en favor de las comunas más desprovistas, con vistas a una localización territorial focalizada de « proyectos » y de ONG, o incluso plasmarse en una organización socio-espacial más racional de las múltiples cooperaciones descentralizadas, en el marco de los fondos especiales -nacionales e internacionales-, movilizada en pos de las comunas urbanas más pobres
. Más ampliamente todavía, ¿no podría considerarse que el conjunto de las operaciones de apoyo en favor del sector de las mujeres, del sector informal o de la micro-finanza sean más coordinadas, concentradas o incluso combinadas en un marco territorial y comunal focalizado en función de criterios de urgencia o de pobreza absoluta? Hay sin duda un trabajo de reflexión y de imaginación a producir para identificar y trabajar sobre este registro comunal específico porque hay allí en última instancia un mecanismo generador de nuevas desigualdades, algunas de las cuales son portadoras de nuevas pobrezas. La lucha contra la pobreza, ¿no es también preventiva?

Capitulo dos : POLITICAS DE EQUIPAMIENTO Y DE COMUNICACION

Los equipamientos y los servicios públicos locales, junto a la vivienda, son las componentes del acceso a la urbanidad, o sea del derecho a la ciudad. Las infraestructuras y los medios de comunicación permiten la movilidad y el intercambio, condiciones fundamentales  de la integración social. Respecto a esto, el reto para las ciudades que quieren ser inclusivas es encarar el desafío del equipamiento básico de los barrios pobres  y de garantizar a la población, sea rica o pobre, la misma calidad de servicio. No se pueden dar semejantes avances sin la participación y la capacidad de inventar de los habitantes. Un aspecto positivo de la mundialización  radica en la circulación rápida y general de las informaciones sobre experiencias locales, innovantes,  gracias esencialmente a las nuevas técnicas de información y de comunicación. Queda que los individuos y las comunidades de base pueden tener acceso a esas técnicas e integrarlas para mejorar sus condiciones de vida.

Veremos en este capítulo hasta qué punto la cuestión de los equipamientos  de los servicios y de las comunicaciones es compleja . Se refiere tanto a la exclusión como a la inclusión, según los procesos sociopolíticos que se instauran en la producción  y la gestión del espacio urbano. Por otra parte, esta temática es fuertemente discriminante si se enfrentan los lugares de la pobreza de los países del Sur con los del Norte.

Los barrios pobres, aunque se  encuentren en las mismas situaciones de abandono urbano de enclavamiento por las infraestructuras,  de vecindad y de distancia respeto a los barrios ricos,  no se encuentran en situaciones idénticas en cuanto a equipamientos, aunque siguan más desfavorecidos que los barrios de negocios y de  las clases ricas . Los habitantes de los barrios desfavorecidos de las ciudades del Norte tienen acceso a casi todos los equipamientos que se puedan imaginar, aunque sea a veces con un nivel de calidad inferior y a una cierta distancia de su casa . 

Es más, en las ciudades del Norte, generalmente, la infraestructura de base existe. El crecimiento urbano reducido hace que la pobreza se ubique principalmente en barrios existentes que ya tienen equipamientos y que se desvalorizan. Se trata, por una parte, de los barrios periféricos a las ciudades-centros que acogieron operaciones de hábitat social de mucha importancia, y por otra parte, de las zonas vetustas de los centros de las ciudades. En estos países, los pobres tienen pocas ocasiones de plantearse la cuestión de su organización para obtener infraestructuras básicas ; su acción consiste más bien en la tarificación, y sus juntas reviste formas casi sindicales. 

Al Sur, es la comunidad entera quien tiene que organizarse para obtener un servicio, y primero financiarlo, aunque sea de forma diferida, gracias a la intervención del microcrédito. La población se involucra mucho más y la cooperación de las organizaciones no gubernamentales para su apoyo es esencial. 

1 . Equipos y servicios

1.1. La paradoja de las infraestructuras de trasporte

Muchos barrios pobres de las periferías se situan cerca de salidas de autovias que llevan a los aeropuertos o que permiten salir de la ciudad.  Sin embargo, dichas infraestructuras  son reservadas para los que disponen de automóbiles ; en los barrios que las bordean, provocan perjuicios, por culpa del  ruido y de la contaminación. Pero no aportan ninguna oportunidad de comercio, por ejemplo, ya que los peatones no pueden entrar.  

 Esta dualización del espacio en torno a los grandes ejes de comunicación se resiente como una violencia : el territorio de la vida cotidiana, de la movilidad de unos, se cruza con la velocidad de otros, en un modo totalmente funcional, sin ninguna comunicación posible. Tan sólo resulta ser un territorio de instalación para la otra parte de la sociedad, cuando se trata de una infraestructura que no está totalmente realizada o ha sido abandonada,.  

Esta violencia es recíproca, y se atraviesan los barrios pobres arriesgándose a las agresiones y a los robos, muy mediatizados, lo que lleva a intensificar el control de las autoridades policiales sobre esos ejes. Hay mucha menos información sobre los accidentes de los peatones que se arriesgan, a pesar de la prohibición. Esa violenca en las carreteras, y su forma disimétrica delincuencia/accidentes, se siente fuertemente en los países cuya situación social es la más dualizada, pero igual sucede en  los barrios desfavorecidos de los países del Norte. También, frecuentemente, están bordeados o cruzados por grandes ejes de circulación, que los apartan del resto del territorio urbano.  

En muchas ciudades, estas infraestructuras ciñen literalmente los barrios pobres, cuyos habitantes no pueden usarlas, y se protegen de sus presencias por la altura de las paredes que rompen la continuidad del paisaje y desvalorizan los territorios urbanos, que de esta forme se ven aíslados. 

La pobreza de los habitantes a menudo fue el pretexto para reducir a lo máximo el servicio de los transportes  públicos en los barrios pobres. La frecuencia es generalmente baja comparada con la de los barrios vecinos, pero más favorecidos. Resulta que cansados de esperar transportes demasiados escasos, se las arreglan de otra forma. Y estamos en el punto de partida : la baja frecuentación justifíca la baja frecuencia. Sin embargo, las experiencias probaron que cuando las frecuencias eran suficientes  para que el transporte público sea atractivo, la frecuentación era mucho más importante, y el desenclavamiento posible. Queda el hecho que el equilibrio financiero en la actividad de transportes públicos se alcanza difícilmente, de forma general.  Entonces, la ciudad inclusiva necesita una voluntad de solidaridad presupuestaria  en la ciudad o en el área metropolitana, entre barrios ricos y barrios pobres, en un consenso mínimo. Pero la posibilidad, para la mano de obra, de ir al trabajo sin cansarse demasiado, también probablemente sea la condición  para la implementación de una ciudad productiva. 

Durante mucho tiempo, el enclavamiento de los barrios pobres se sintió como una fatalidad, una resignación al hecho que los que disponen de los ingresos más limitados se agrupen en los terrenos más desvalorizados y que no están acondicionados. La crisis de la vivienda, que incitó algunos miembros de las clases medias a usar la manera irregular para el acceso al suelo urbanizable, dió probablemente lugar a un cambio de comportamiento. Se quieren llevar las redes hasta los habitantes, en vez de librarse sistemáticamente de ellas. 

Esto incita a intentar concebir soluciones técnicas adaptadas, que ya no atañen a la chapuza o a la desviación, pero que guarden el espíritu de rusticidad y de eficacía de esos pequeños equipamientos. El saber de los artesanos locales puede reciclarse en las obras de mejoramiento. El conjunto de los servicios locales constituye un potencial de empleo incluso en relación con algunas empresas internacionales o algunas organizaciones gubernamentales que controlan las obras. La colecta de la basura es particularmente propicia al fomento de tales cooperaciones. 

Parece ser hora de comprender como la presencia de grandes infraestructuras de transporte podría transformarse en ventaja, gracias a algunos cambios de estas infraestructuras, que proporcionarían una accesibilidad nueva. Es muy importante colectar las opiniones de las personas involucradas sobre las formas concretas que se le pueden dar a dichas transformaciones. El equipamiento de estos barrios, que ya existen, no puede considerarse como el equipamiento de los barrios nuevos, dedicados a la venta. Se trata de hacerlos más propicios a la urbanización, que de hecho adquirieron, aprovechando su proximidad con la ciudad equipada, y la diferencia que mantienen con ella, siguiendo el enfoque que implica la regularización de la tenencia. Por eso hay que considerar el empalme con las infraestructuras existentes, técnica, social y materialmente y con el sistema de gestión. 

1.2. Servicios urbanos pensados con los usuarios de los barrios pobres  

En todos los países los grupos de bajos ingresos tienen poco acceso a los servicios básicos o, cuando disponen de servicios, son de calidad inferior. La distorsión es particularmente importante en términos de gastos públicos. En ciertos países, los gastos públicos de infraestructuras por familia pueden variar del uno al cinco, de modo que el 80 % de los gastos beneficia al 20 % de los más ricos. Dada su situación en la sociedad, esas familias saben hacer que las escuchen.


La fragmentación de las asociaciones y el hecho que las propuestas de unos y otros no se discutan en público, llevan los que son árbitres, a desempeñar su papel a favor de los que tienen medios de presión más fuertes. Al contrario, la discusión pública sobre el presupuesto de la inversión, organizado por el municipio de Porto Alegre y por otros municipios brasileños, muestra ser un intento interesante para lograr poco a poco equipar los barrios más pobres según las expectativas de sus habitantes. 

Se precisa un esfuerzo de evaluación de los circuitos tomados por los financiamientos públicos, pues muchas medidas resultan ser "contra-competitivas" en comparación con las veleidades de sus iniciadores. Por ejemplo, el acceso público a los equipamientos no garantiza que los que tenían que utilizarlos lo hagan. Por eso es necesario que los usuarios participen más en los procesos de ejecución de los equipamientos y que sus papeles no se limiten a la fase de inicio, sino que sea parte de las modalidades de gestión de los equipamientos. 

Una experiencia realizada en Senegal, en Rufisque, señala cómo la cooperación entre organizaciones no gubernamentales, colectividades locales, empresas privadas y habitantes del barrio, puede acabar con los problemas de equipamiento, de saneamiento en particular. 


La instalación de obras de saneamiento en cada concesión es pre-financiada por el Fondo. Los reembolsos de las familias cubren estos gastos así como los gastos colectivos de instalación del sistema
. La rapidez de la implementación y el atestado concreto de los mejoramientos, provocan una tasa de cobro importante. El sistema puede ampliarse, con los aportes financieros externos de la cooperación y de las ONGs. 

Las infraestructuras así creadas están a la disposición de las colectividades locales, que garantizan el mantenimiento, en cuanto éstas se deciden a garantizar una función de intermediación entre los habitantes y el Fondo. El saneamiento emprendido así, a escala del barrio, se dedica a ser un saneamiento municipal, que se construirá con la colaboración de las poblaciones desfavorecidas que se beneficien de él. Se trata de implementar una economía popular con la participación activa de la población, en trabajo y en dinero.  

El aspecto comunitario que estos barrios han tomado a menudo, por el hecho de su exclusión del curso normal de la ciudad, puede constituir una ventaja para esta nueva perspectiva de inclusión. Con los representantes del barrio, sea el modo de nombramiento escogido localmente que sea, dirigentes de asociaciones o líderes elegidos, las autoridades locales deben buscar un acuerdo para una gestión adaptada a los servicios urbanos que garantice un nivel de servicio definido por todos, y eventualmante, poco a poco mejorable.

Para involucrarse en ese contexto, sería preciso implementar un nuevo tipo de cooperación, que tome en cuenta las contribuciones de los habitantes, mientras aporta otras fuentes de financiamiento por parte de la ciudad, del Estado, de la cooperación internacional, en el marco de un proyecto de desarrollo de los servicios en dichos barrios. Propone implementar una tercera vía entre el sector público y el sector privado que, en alianza con las dos primeras, se encargue de la organización del acceso de los ciudadanos a los servicios urbanos básicos (Blary, 1995).

No se trata de movilizar mano de obra ni de colectar dinero para una acción puntual y restriginda en el tiempo, como pudieron hacerlo los AGETIP con la secreta expectativa que la población tomaría el relevo por si misma. Se trata de instituir una colaboración entre todas las fuerzas presentes en la ciudad, considerando a la población como una de ellas y no como un mero cliente, tomando nota que todas las fuerzas presentes son a la vez productores y clientes, proveedores de recursos y recaudadores de servicios. 

Constituir la población como una de las fuerzas activas de la ciudad inclusiva implica admitírla tal como es, con las formas de autoridad que la encuadran, sin anticipar sobre las formas más democráticas que se quisieran promover. Organizar mediaciones entre los barrios y los poderes, en las cuales las instituciones propias de la población no se toman en cuenta y están sustituidas por profesionales para representarlas, es como exponerse al hecho que estas autoridades reales no trabajen nunca para la implementación de las medidas que sin embargo, aparentemente, han sido decididas en común. Los límites a los cuales se encara la implementación de redes en esos barrios,  provienen de esa tendencia permanente a sustituir lo político por lo técnico, lo local por lo exógeno. Por razones históricas, las redes técnicas de origen occidental se adaptan a une concepción individualista, en la cual el usuario final o el cliente es el jefe de familia, y donde se garantiza el servicio para todos y con un mismo precio. Esa igualdad de precio ha sido desviada en ventaja de los consumidores importantes cuyas actividades productivas deberían incentivarse. En los países del Sur el usuario final es el repartidor de agua, él mismo siendo quien sirve las familias de su barrio. Aquellas, ajustan su demanda según sus recursos. Tal vez habría una posibilidad de acuerdos colectivos locales para otros modos de tarificación.

Hoy día, en los barrios pobres de las ciudades del Norte, a veces se deben tomar medidas de sustitución para los usuarios que no logran pagar el costo de los servicios. Es lo que ocurre en Francia, por ejemplo, con el consumo doméstico de electricidad : se han implementado medidas de ayuda con los financiamientos de varias colectividades e instituciones. En primer lugar, se ha comprado de ante mano el consumo de electricidad, para que las personas involucradas se conformen según sus posibilidades financieras. Luego, se llegó a la concepción de un servicio público mínimo.

2.2. Una cuestión vital : el abastecimiento de agua

La conexión directa de los barrios a las redes, particularmente de saneamiento, es demasiado cara, incluso en su forma económica, para poder prever el equipamiento completo de las ciudades a medida que llegan los habitantes o  para  ajustar las situaciones adquiridas.

Todas las soluciones de adaptación de la ciudad a la pobreza representan un costo, tanto para los pobres, pues se repercuta en su consumo, como para el Estado, cuando subvenciona conexiones sociales. Hay que pagar al repartidor de agua quien vende de nuevo el agua a los otros habitantes, y por eso áquellos pagan el agua más caro que si tuviesen una conexión directa. Ahora bien, la obtención de tal conexión puede costar más de un mes de sueldo. Si los habitantes compran el agua a un revendedor informal todavía es más caro. 

Cuando los barrios precarios están ubicados sobre pendientes, -lo que ocurre a menudo- o simplemente en terrenos que no han sido nivelados, la instalación de una red de saneamiento es compleja ; también lo es por culpa del tipo de suelo.

Cuando no hay red de abastecimiento de agua, el consumo en los barrios de Abidjan es de 25 litros por persona y por día, mientras que los ingenieros consideran que una red de saneamiento exige aproximadamente 50 litros para funcionar correctamente, lo que representa la norma de consumo de un modo de vida urbana moderna.

Soluciones alternativas

Los habitantes de los barrios saben utilizar fuentes de abastecimiento diferentes de las utilízadas para evaluar sus capacidades en gozar de una red, o sea para considerar sus necesidades solventes. Se debería tomar en cuenta el análisis de estas prácticas y sus evaluaciones económicas para la construcción de la colaboración entre habitantes, empresas y colectividades locales. Entonces, sería más fácil considerar, desde un punto de vista pragmático, los servicios que utilizan todas las posibilidades presentes.

Una nueva configuración de lo que es solvente o no, debería permitir una redefinición de los contornos de la pobreza en estos barrios, y tomar en cuenta las riquezas que hay en algunos comportamientos cotidianos, particularmente femininos En ciertos países, los medios financieros necesarios para el equipamiento de los barrios pueden proceder en grande parte de los emigrantes
.


¿ Dichos dispositivos, al nivel de una ciudad pequeña, con un importante grupo de migrantes, se adaptan a la situación de los barrios pobres de las grandes ciudades ?

Algunos principios para un desarrollo igualitario de la distribución de agua

Para evitar los obstáculos representados por la coalición de intereses que crean nuevas desigualdades y soluciones estrictamente comunitarias que deresponsibilizan a las autoridades municipales, se puede preconizar tomar tres tipos de precauciones (Le Bris, 2000) :

· "implementar contratos locales entre poderes públicos y grupos de actores, cuya esencia sea menos jurídica que política ;

· pensar sistemas de suministro de agua que no se limiten a los excluidos (división de la ciudad) y no estén desvinculados de los problemas de vivienda (sectorización de las intervenciones) ;

· evitar una lógica de proyecto que transforme la ciudad en archipiélago, tratando cuestiones como : la permanencia de las funciones asignadas a los grupos de actores, la necesidad de bonificaciones sociales en los sistemas de tarificación, el pago efectivo de las facturas por todos (incluso por la administración y la clientela), la necesidad de una ficalidad local, eficaz y justa". 

2 . Las comunicaciones

En el ámbito de las comunicaciones, es posible una complementariedad entre las iniciativas de las organizaciones no gubernamentales y de las asociaciones, el trabajo de las empresas privadas y la intervención de los poderes públicos nacionales y locales. 

La radio, además de hacer concreto el derecho a la información, también puede servir para transmitir mensajes personales en zonas cerradas. En el Sur, puede participar en la interacción entre habitantes de los barrios pobres y el conjunto de las áreas metropolitanas. 

Radios y televisiones nacionales gozan de repetidores que permiten recibirlos en todo el territorio. Puede ocurrir lo mismo con radios locales en modulación de frecuencia, pues las asociaciones locales se abastecen en emisores acerca de las organizaciones no gubernamentales internacionales. 

Las tecnologías de la teletransmisión, parábolas y vídeos, permiten que los habitantes se aparten de las difusiones gubernamentales, sean nacionales o locales. El hecho que sociedades privadas que venden esos productos encuentren una clientela en esos barrios, podría sumarse a la reivindicación de electrificación necesaria para el funcionamiento de los aparatos
. 

2.1.  Las nuevas tecnologías de información y de comunicación

El PNUD, recordando que la mitad de la población mundial todavía no tiene acceso al teléfono, subraya que las tecnologías de información y de comunicación (TIC) son, « una componente fundamental del desarrollo y no un lujo ». (PNUD, 2001). No obstante, la desigualdad es evidente : « Africa subsahariana, que abarca al 10 % de la población del mundo, tan sólo posee el 0,1 % de las conexiones a Internet ». (ibid.) Una parte de Asia también carece de conexión. Intenet sólo es accesible con la condición de gozar de una línea telefónica, de un ordenador y de un modem.  

La acción de las organizaciones internacionales

El PNUD, en el marco de su aliento a la lucha contra la pobreza, considera prioritario el apoyo al equipamiento en infraestructuras de comunicación apropiadas. Así se inició en 2001 la red de información para el desarrollo (WIDE en inglés, Web of Information For Development) « que propone bases de datos en línea, foros electrónicos y cooperaciones para apoyar países en desarrollo en cuanto a las nuevas tecnologías. » (PNUD, 2001).

Por otra parte, el PNUD y el Banco mundial forman parte de un grupo de expertos que reune representantes de países del Norte y del Sur, de ONGs y de actores económicos, el GEANT, Grupo de Expertos para el Acceso a las Nuevas Tecnologías. Los trabajos de es grupo proponen medidas para reducir el abismo en cuanto al equipmiento numérico entre los países industrializados y los países en desarrollo.

Otros grupos sobre este tema asocian Fundaciones, el Peace Corps de los EE.UU , los voluntarios de las Naciones Unidas e empresas privadas. 

De forma más concreta, se implementan acciones de equipamiento y de capacitación en algunaos países mal equipados. El PNUD señala que desde 1993, garantizó el primer emplame a Internet de 145 países y propuso las formaciones necesarias a varias organizaciones.

De lo local a lo global : las NTIC en las redes de acción contra la exclusíon

El final del siglo XX a sido fértil en elaboraciones de estrategías de las ONGs via Internet. La coordinación de las ONGs en la preparación de Hábitat II acudieron ampliamente a Internet, en 1995-1996. De ahora en adelante, muchas más redes asociativas utilizan las comunicaciones electrónicas. En los países del Norte las relaciones resultan más fuertes, las ideas y las propuestas circulan, las alianzas se consolidan. Los excluido(a)s también se movilizan a través de dichas redes ; respecto a esto, se pueden citar los Homeless People Network de Estados Unidos. (Ottolini, 2001). 

En el Sur, al estar las conexiones más repartidas, evidentemente los movimientos sociale las usan menos. Pero se debe resaltar el caso de ENDA Tiers Monde, una ONG establecida en Dakar, que actúa en Africa y en otros continentes y que se dedicó mucho a difundir la utilzación de Internet . De igual manera, Fedevivienda en Colombia, en el ámbito de la vivienda. (Ottolini). 

Sin subestimar la inmensa diferencia de acceso entre el Norte y el Sur, se destaca a pesar de todo que Internet puede permitir entablar vínculos entre las dos parte del mundo, mejor aún que cualquier otro medio de comunicación. La Conferencia de Rio remostró por primera vez la posibilidad de una participación a gran escala, gracias a esa herramienta, que desde entonces permitió organizar cantidad de encuentros internacionales y de movilizaciones contestatarias (Seattle, Porto Alegre, Davos, ...) en los cuales se reunen ONGs y asociaciones del Norte y del Sur (Ottolini, 2001).

¿ Las NTIC, herramientas de una buena gestión inclusiva ?

Las NTIC permitieron cierto avance de la democracia local y de la descentralización. Por ejemplo en Chile, se informa a los municipios sobre sus derechos, sobre las políticas públicas, las posibilidades de financiamientos, las nuevas tendencias. Algunas asociaciones de ciudades apostaron realmente sobre esos servicios.

En Perú y en Chile, pero también en Ecuador, nacieron varias iniciativas para respaldar la capacidad de las « mujeres empresarias », en particular en el sector informal (por ejemplo, venta en línea o capacitación). 

En Colombia, pero también en los barrios periféricos de Sao Paulo (bajo la impulsión del PT), nacieron varias tiendas de información que permiten que los habitantes esten informados mejor sobre su ciudad. En Fortaleza, el PGU (Programa de Gestión Urbana) apoyó al montaje de una escuela autoadministrada (administrada por una organización de habitantes) que organiza capacitaciones en informática en los barrios pobres. Más de dos cientos jóvenes han sido capacitados así y la gran mayoría encontró trabajo. Con los beneficios de la escuela, los « mutuarios » pagaron a una abogada que pudo defenderlos contra las expulsiones. 

En Haití, jóvenes de un tugurio de Port-au-Prince, que habían empezado a montar una biblioteca durante el golpe de Estado (1991) con el deseo de subsanar el débil desarrollo cultural de su barrio, se cambiaron a la informática  y realmente consiguieron ser competentes en la materia. Proporcionan hoy en día un servicio de asociativo de conexión a Internet (claro está, dentro del límite de las disponibilidades en electricidad). 

Un equipamiento que sería esclusivamente de uso individual en un barrio de clase media, podría revelarse de uso colectivo. Así fue como la « Grammen Bank » concedió un préstamo a mujeres de Bangladesh para que se proveengan en teléfonos celulares que luego alquilan a usuarios locales.  Las nuevas tecnologias satelitarias facilitan ese tipo de equipamiento local sin red, y el microcrédito puede facilitar el autofinanciamiento (Lena, se publicará en 2002). 

Se ve con estos ejemplos, cómo Internet, no sólo es un medio de acceso al conocimiento y a los intercambios, sino también una herramienta cuanto más contundente que la lucha contra la exclusión se inscribe en estrategias y de programas de acción de formas múltiples. 

2.2. Unas exigencias en la ciudad inclusiva

Cualquiera que sea el equipamiento respecto al cual se analiza la situación, parece ser que los objetos de consumo y el uso que les es vinculado y que caracteriza la vida urbana, están presentes en los barrios desfavorecidos pero no como una realidad, sino como una norma de consumo potencial. La ciudad inclusiva se presenta entonces como el conjunto de bricolajes técnicos e institucionales necesarios para esbozar un acceso a equipamientos y servicios inasequibles para los individuos, en un marco colectivo cuyo costo es soportado por un grupo suficiente de familias. Se trata de una socialización local de los consumos colectivos. Una socialización que los gobiernos locales, y cuanto más nacionales, asumen mal pues siguen convencidos que les toca fomentar el mercado del trabajo asalariado y así mismo oponerse a cualquier arreglo que podría reducir su necesidad. En esas condiciones, algunas organizaciones no gubernamentales, que se posicionan en contra de la infuencia creciente del mercado, podrían dejar de beneficiarse de toda la cooperación de las autoridades públicas necesaria.`

En todos casos, resulta importante señalar que las poblaciones de los barrios pobres tienen una percepción bastante clara de las calidades técnicas y sociales de las infraestructuras proporcionadas por el mercado. Sus miembros conocieron algunas de ella al trabajar en barrios ricos, particularmente como criados, o trabajando como emigrantes. Por eso se expresa un deseo de garantizar en su barrio un nivel de consumo similar, y un rechazo de soluciones barratas. Eso implica esfuerzos y una voluntad política que tan sólo pueden surgir de la organización interna de los barrios que ésta se apoye en autoridades tradicionales o en nuevas autoridades elegidas. Innovaciones en la materia se expresaron estos últimos años, particularmente en Brasil.


El sistema de democracia participativa implementado en Porto Alegre en Brasil, lleva una dimensión pedagógica importante así como un sistema de arbitraje, aparentemente objetivo, entre prioridades presentadas por los diferentes barrios. Dicho sistema, debido a la orientación impulsada por el municipio, resulta ser a favor de los barrios desafortunados. Eldisposito es tal cual para permitir establecer, en la ciudad entera, un consenso sobre las asignaciones del presupuesto de inversión para los distintos gastos de infraestructuras.

Los que participan en el sistema dicen de éste que permite crear una verdadera solidaridad urbana, y permite que los habitantes de los barrios más ricos entiendan que sus deseos no son sistemáticamente prioridades. Así, con una legitimidad ganada en la ciudad entera, puede entablarse una puesta a nivel en materia de equipamientos de los barrios más desafortunados. 

En Porto Alegre, el municipio intenta ajustar el funcionamiento participativo en función de las necesidades del territorio en su conjunto. La situación es muy diferente comparada con ciudades cuya autoridad local únicamente toma en cuenta las necesidades de las poblaciones solventes, y sirve de intermediario entre los habitantes y las empresas privadas ; en semejantes situaciones, las organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales intervienen para permitir una inversión mínima en los barrios desafortunados.  En el caso de Porto Alegre, los impuestos de las clases medias y de las empresas alimentan al presupuesto municipal. En otras ciudades que no se involucraron en un sistema de presupuesto participativo, lo movilización local no es la misma. 

En el caso de Porto Alegre, el conjunto de los barrios están involucrados en el proceso de decisión en la colectividad urbana, mientras en otras partes, los barrios pobres se mantienen en su situación de marginalidad. Para lograr una inclusión en la ciudad con la re-entrega de los equipamientos al modo de gestión municipal, es imprescindible que el proceso de inversión consiga un acuerdo popular importante.

Entender las lógicas colectivas. 

En los dos casos, el proceso hace que se puedan financiar los equipamientos, si se cumple la condición de tomar en cuenta los problemas al nivel del barrio y no al del cliente individual no solvente. Al contrario de la lógica de red de las empresas y de las modalidades de ejecución del suministrio de servicios implementadas en el Norte, el servicio, en el sur, se considera a escala de la microcolectividad capaz, con sus impuestos, de resolver el problema en alianza con los prestamistas nacionales e internacionale. Por eso, no se trata tanto de implementar una lógica de servicio a la vivienda sino de servicio a la vida colectiva, lo cual implica tomar en cuenta las formas específicas de dicha vida colectiva. 

Concepciones flexibles de las contribuciones de cada uno 

En la organización colectiva del barrio apuntando al abastecimiento de equipamientos y de servicios, la gestión del tiempo no es ecónoma. Efectivamente, algunos van a perder tiempo, una pequeña minoría, tal vez, encontrará un trabajo en el proceso, pero para la mayoría se tratará de una inversión en tiempo sin recuperación inmediata, a la vez en reuniones y tal vez en obras para el mejoramiento de la vida colectiva. 

Probablemente se deba encontrar un ajuste entre esas formas de inversión colectiva y un mercado del trabajo cada vez más individualizado y disperso. Los habitantes que tengan un empleo formal proporcionarán contribuciones financieras y otros contribuciones en especie. La evaluación de dichas contribuciones, y el reconocimiento de esa evaluación por el conjunto de los participantes resulta ser un reto esencial del desarrollo de los barrios. Lo cual implica que los animadores de ese desarrollo, autoridades locales y organizaciones no gubernamentales, no sientan prejuicios o preferencias por uno u otro de los modos de inserción, y accepten que se valgan todos, una inclusión en la ciudad del conjunto de los estatus referentes al trabajo. 

La experiencia de los contratos entre la Agencia nacional del desarrollo de la vivienda de Sri Lanka y las comunidades locales hace resaltar la validez de ese tipo de práctica.

La agencia considera que se trata de un método de realización de pequeños equipamientos, económico y bastante eficaz, ya que se han respetado los plazos, así como los costos en el 45 % de los casos. De igual manera, en otros 45 % de los casos, los costos han sido respetados aunque no se hayan respetado los plazos. Más de la mitad de los contratos han realizados beneficios que permitieron contruir otros microequipamientos.

Así como en todas las experiencias que crean costumbres nuevas en el seno de una población, esos contratos de equipamientos dan lugar al aprendizaje de una asociación capaz de hacer exitosa la comunidad local, así como el aprendizaje de gestos individuales, de herramientas que podrán ser utilizadas de nuevo en un proceso de mejoramiento personal. 

No obstante, se precisó organizar esas capacitaciones pues los habitantes no manejaban las competencias adecuadas : de esa situación resulta un costo suplementario para la agencia y la preocupación que el sistema sea realmente cumulativo y que esa inversión no se haga con puras pérdidas.  

La agencia considera que la comunidad será probablemente respetuosa de los equipamientos que contribuyó en construir. Algunas experiencias confirman esa hipótesis ya que la comunidad involucrada es totalmente estable : efectivamente, conflictos entre antiguos y actuales habitantes podrían traducirse por la degradación de equipamientos si llegan a la vez muchos habitantes nuevos y no se proponen espontáneamente medios para acogerlos correctamente. Una buena organización comunitaria no sólo es una organización capaz de trabajar de forma disciplinada sino una organización capaz de acoger la novedad, particularmente a los recién llegados. Es una dimensión que se toma poco en cuenta en las reflexiones sobre la participación de los habitantes y que sin embargo está al principio de muchos chascos.

3 . Algunas enseñanzas

Las experiencias expuestas aquí revelan la ejecución de colaboraciones complejas, que sitúan a la comunidad como un actor esencial de su desarrollo, pero que atribuyen a las agencias locales, a las organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales, un papel esencial de impulso, de concepción, de pre-financiamiento, de coordinador de las realizaciones.

Dichas experiencias muestran un deslizamiento, probablemente prometedor, en cuanto a la constatación desalientada, según la cual los inmensos barrios pobres nunca cumplirán con las normas exigidas por las companias privadas especializadas en los servicios públicos : para los barrios involucrados, así como para sus socios administrativos e internacionales, se diseñan caminos hacia la obtención de los servicios básicos, que suman los medios de todos los socios incluso los de los habitantes. Dichos caminos permitirán que los barrios salgan de su situación marginal si se fomentan sistemas políticos, como por ejemplo el presupuesto participativo, que aporten una evaluación real de los aportes de las comunidades, y también de los ruidos ambientales que soportan, debido a los asentamientos de los barrios ricos, de los barrios cerrados y de las carreteras con mucho tráfico que los reunen. Además de la adquisición comunitaria de ciertos equipamientos, queda efectivamente por negociar el derecho a la ciudad, el derecho a desplazarse en el centro y a utilizar los equipamientos del centro.

La movilización de las comunidades locales para la realización de sus equipamientos, en procedimientos contractuales que proporcionan la posibilidad de establecer equivalencias entre los diferentes modos de participación, entre los diferentes tipos de trabajos, participa en esa educación colectiva a la ciudad, para el uso banalizado de los otros. Dicha movilización puede desembocar en una modificación de la relación al tiempo : en los barrios se tiende a vivir día al día, bajo el efecto de una precariedad impuesta y se rechazan los abonos aunque se deba pagar más al proveedor clandestino. ¿ Pero la comunidad y sus miembros tienen la posibilidad de proyectarse en el largo plazo ?

Todas las experiencias muestran que es importante que exista un interlocutor local, una autoridad colectiva o individual en la cual el barrio se reconozca, y a la cual confie su capacidad de contraer. La constitución de esa autoridad puede ser tradicional o electiva según el caso que se dé, de todas formas debe resultar del barrio y no serle impuesta desde el exterior ; debe ser política, en el sentido fuerte del término, con la preocupación de la asociación de todos. Debe ser su competencia esencial y la competencia técnica no debe substituirse a ella.   

En esa "representación" política del barrio, en ese actor colectivo de la comunidad, las mujeres desempeñan un papel privilegiado e incluso a veces él de altavoz. Las obras para las cuales van a proveer la mayoría de los nuevos equipamientos son a menudo realizadas por ellas mismas ; por eso tienen interés en que sean menos largas y agotadoras. A la vez, la asignación del tiempo liberado no es evidente. Las mujeres se encuentran en una situación ambivalente de deseos e interrogantes en relación a los mejoramientos. Cuando se les otorgan nuevos papeles, de repartidoras de aguas por ejemplo, participan de forma clara. ¿ Pero el sistema de expresión oral es suficientemente abierto para permitirle definir un futuro interesante ? 

La cuestión del futuro se plantea para todas esas realizaciones. La pobreza es una condición respecto a la evolución del resto de la ciudad. Pequeñas realizaciones que proporcionan servicios considerados como vitales en los barrios, no alcanzan para sacarlos de su situación devaluada en el espacio urbano. Es preciso un trabajo político para que la ciudad sea realmente inclusiva y que no se conforme con algunos barrios pobres, un poco más acogedores pues con mejor equipamiento. La relación entre las infraestructuras y el "camino" de los pobres, planteado brutalmente por el arquitecto Rem Koolhas con sus imágenes de Lagos, se puede tratar particularmente al nivel del área metropolitana. El problema de la circulación de los pobres en la ciudad y de las oportunidades de desarrollo que tienen se debe plantear al nivel del área metropolitana y no sólo en el barrio. 

Nuevas infraestructuras y nuevas formas de comunicación han creado, en el conjunto de las ciudades del mundo, formas de dualización del espacio hasta entonces jamás observadas ; pero también desafían a la inteligencia colectiva para encontrar los medios de servir también al montón de quienes a priori carecen de ellas. 

capítulo tres : la vivienda y las politicas de intégracion

La exclusión del acceso a la vivienda y a la ciudad constituye uno de los principales factores de exclusión social : efectivamente, tener un techo es un elemento esencial para la seguridad de los individuos y carecer de ello plantea toda clase de dificuldades para el acceso a los servicios y a los derechos. Tomaremos en cuenta las principales causas y manifestaciones de esa exclusión para luego considerar las condiciones y las formas de enfoques de integración urbana y social.

Se considera que 1600 millones de personas en el mundo – entre las cuales el 70 % son mujeres – se encuentran sin techo o mal alojadas : entre 30 y 70 millones de niños viven en la calle ; 1700 millones de personas no tienen acceso a agua potable ; 3300 millones no tienen servicios sanitaires (CNUHA, 2001). El vínculo entre proceso de apartamiento urbano y pobreza hace del acceso a la vivienda una variable estratégica de lucha contra la pobreza. ¿ Con este análisis, qué políticas de integración por la vivienda deben implementarse ?

Una primera interrogante radica en la difícil cuestión de los derechos específicos respecto al derecho común. ¿ Se deben ampliar las políticas de derecho común y hasta donde es posible ? O se deben implementar políticas dualistas, algunas referentes específicamente a los pobres, con los riesgos que ello supone ? Esa interrogante debe considerarse tomando en cuenta otra cuestión : ¿ comó proponer viviendas a las familias pobres sin que las clases medias capten esa oferta ? En efecto, si la oferta es insuficiente para alojar a las familias con ingresos medios y que se crea una oferta de calidad para las familias con ingresos bajos, la experiencia muestra que las clases con ingresos medios ocuparon las viviendas reservadas para los pobres, rechazando a estos últimos, todavía más lejos de las períferias. 

Más alla de la definición de una hipotética política de inserción por la vivienda susceptible de ser implementada por los diferentes Estados, el objetivo es aqui de entablar una reflexión sobre los métodos de integración urbana y social y de caracterizar lo que podría ser un derecho a la vivienda que pretenda promover « ciudades inclusivas ».

Los habitantes fomentan estrategias ante los sistemas formales de producción y de distribución de viviendas y ante la exclusión urbana. La políticas públicas de inserción social deben basarse en estas prácticas. Ese objetivo supone un acompañamiento de las prácticas de los habitantes y la consideración de su « savoir-faire » pero también una adaptación del marco técnico, financiero e institucional de las políticas de integración por la vivienda.

1. Exclusión del acceso a la vivienda, exclusión urbana y exclusión social

Existe un vínculo fuerte entre los procesos de exclusión urbana y las situaciones de pobreza. La pobreza no se puede considerar únicamente desde el punto de vista monetario : se traduce principalement por la no-satisfacción de las necesidades esenciales. Puesto que el acceso a la vivienda está en el centro de la problemática de la integración social de las familias pobres, el análisis de los mecanismos de exclusión del acceso a la vivienda es un prealable necesario para implementar cualquier política de integración. 

1.1. Los mécanismos de exclusión del acceso a la vivienda

Los procesos de exclusión social por la vivienda son múltiples. La causa principal es la incapacidad de las políticas de la vivienda en concebir una oferta asequible para las familias de bajos ingresos, conjugada al libre juego del mercado para acceder a la propiedad como al préstamo. 

La ausencia de políticas de vivienda para las familias de bajos ingresos

En muchos países, gobiernos y municipios han dejado crecer barrios informales, sin servicios ni equipamientos, en la periferia de las ciudades. Según el contexto político y las necesidades de las ciudades en mano de obra, los poderes públicos han balanceado entre « laisser-faire » y represión. La más brutal manifestación de la represión siendo el desplazamiento de las poblaciones y la demolición de los barrios afectados (Durand-Lasserve, 1998).

Por todas partes, la producción de viviendas "públicas" en régimen de alquiler está en regresión 

Eso ocurre en los países del Norte y también en los del Sur. El parque público del alquiler tan sólo representa una pequeña parte de la oferta de vivienda. Por cierto, pocas veces va dirigido a los grupos con bajos ingresos sino más bien a funcionarios civiles y militares clientes del Estado. En todas partes, las políticas de privatización del parque de viviendas en régimen de alquiler, implementadas durante la última década e impulsadas por la presión de las instituciones internacionales, han reducido su participación en la oferta global de vivienda (Cohen, Shabbir, 1992 - Hibou, 1998 - World Bank, 1993). Esta casi-desaparición del parque de viviendas en régimen de alquiler público no se compensó con la emergencia de un sector popular de alquiler (Durand-Lasserve, 1998). Sin embargo, existen iniciativas, como la cooperativa Coralli en Italia.

El mercado de la propiedad de bienes raices no responde simultáneamente a la demanda

La formación de los precios  de los bienes raices es determinado por los menaçants de la renta y por estrategias especulativas de los accores urbanos. Las medidas de corección clásicas (fiscalidad de bienes raices e inmuebles, intento de control y de reglamentación del acceso a la propiedad) han dado hasta ahora resultados muy limitados (Jones, 1998 - Durand-Lasserve, 1996). Las contribuciones y los impuestos no son, efectivamente, instrumentos muy eficaces en cuanto a regulación del mercado de bienes raices ; de hecho se caracteriza  por una oferta limitada respecto a una demanda importante, poco solvente y muy poco elástica (Interurba, Aitec, 1995).

El libre juego del mercado de la tenencia así como su simple regulación no alcanzan para definir una política de la tenencia susceptible de responder a la demanda de las familias con ingresos bajos (Baross, Van der Linden, 1990).   

Particularmente en las ciudades de los países en desarrollo, las modalidades del acceso a la propiedad afectan diferentemente a las familias según su nivel de ingreso. Mientras las más afortunadas encuentran en el mercado una oferta que le garantiza la seguridad de la ocupación o son capaces de presionar las municipalidades para conseguir esa seguridad, las familias con ingresos bajos deben desarrollar estrategias de supervivencia, ocupando terrenos no aptos para la urbanización (pendientes demasiado fuertes, zonas inundables, proximidades con zones de actividades peligrasas) (CEPAL, 2000). La realidad contradice la idea que el funcionamiento libre de los mercados de la tenencia e inmuebles bastaría para mejorar la oferta de vivienda para todos los grupos de ingresos.

La agravación de la exclusión urbana no se debe a disfuncionamientos sino al contrario al funcionamiento « normal » del mercado. Liberalizar los mercados no contribuirá en resolver la cuestión del acceso a la propiedad y a la vivienda para los más pobres. En economía de mercado la ausencia de compromiso por parte del Estado es un factor que empeora la exclusión. 

El acceso de las familias al sistema formal del préstamo es limitado 

Según los países, el 50 % al 90 % de las familias no tiene acceso al sistema formal de préstamo para el financiamiento de su vivienda
. Esta situación se debe ampliamente a la inadaptación de los sistemas de fianciamiento con las características de las familias de ingresos bajos. (Fergusson, 1999). 

El bajo nivel y la iregularidad de los ingresos, provenientes en general del trabajo informal, no responden a las exigencias de los sistemas formales de financiamiento, que implican en particular reembolsos periódicos, escalonados sobre un largo plazo. Esta inadapación es además más fuerte pues los sistemas formales exigen que las familias dispongan de un derecho real sobre el suelo, generalmente un título de propiedad, lo cual ocurre pocas veces cuando se trata de familias de muy bajos ingresos 

Además, el sistema formal de financiamiento no se adapta a las modalidades reales del acceso a la vivienda para las familias de bajos ingresos. Ellos conciben generalmente el acceso a la propiedad como un proceso progresivo, al ritmo de una adquisición iregular de medios financieros. Raras veces consiguen contratar préstamos bancarios clásicos, o sea que se deben reembolsar continualmente. Los bancos y los establecimientos de créditos tienen poco interés en adaptar su oferta de préstamo para ese tipo de comportamiento financiero. Y es más, no se trata de integrar los costos de organización y los gastos administrativos de semejante adaptación en el costo del préstamo, sin hacer de éste que sea inaccesible (Auréjac, Cabannes, 1995).  




El acceso a la vivienda no respecta la producción de vivienda

La exclusión del acceso a la vivienda no es el atributo de los países en desarrollo. Efectivamente, recordemos que hay unas 3 millones de personas sin techo en Europa y entre 15 y 18 millones de personas mal alojadas
. En Estados Unidos, se considera un número equivalente entre los cuales unos 270000 son veteranos de la guerra
. La crisis de la oferta puede analizarse como una adaptación clásica en economía liberal, de la oferta a la demanda de vivienda nueva : La producción, incluso a la baja, soló permite responder a la demande solvente. Al final, el modo de regulación de la oferta a la demanda es el que está en crisis : « la producción es estirada hacia arriba, la demanda hacia abajo » (René Ballain in, 1999). Esta crisis se traduce por la reducción regular del número de viviendas construidas cada año. A la vez, las viviendas consideradas como vetustas desaparecen poco a poco por la demolición, lo cual provoca una reducción de la parte más « social » del parque de alquiler privado. 

En los países los más industrializados, el problema de la vivienda no sólo es cuestión de producción sino también de acceso. El costo de los alquileres, así como el peso relativo de la vivienda en el presupuesto de las familias, no ha dejado de aumentar durantes estos últimos veinte años. 

Muchas familias no pueden acceder a una vivienda, por falta de recursos o de garantias suficientes. 

Es más, se observa a menudo, con el pretexto de la mixidad social, el fomento de una política de cuotas en contra de los pobres, de los inmigrantes, de las familias numerosas o monoparentales. Dicha estrategia hace que los acreedores dejen muchas viviendas vacias. Al final, la noción de mixidad social alimenta la idea recurrente de dejar de acoger ciertas poblaciones indeseables. Intenta establecer umbrales de tolerancia que contribuyen en la privatización del derecho a la ciudad de ciertas poblaciones (Simon, 1995).

1.2. Las manifestaciones de la exclusión por la vivienda

Los mecanismos de exclusión por la vivienda inducen una exclusión social cuyas manifestaciones son perceptibles en todas partes. Precisamente, los asentamientos "espontáneas" de Dakar son características de ese proceso. No obstante, todas las familias pobres no soportan esta exclusión de la misma manera. Se puede observar indiscutiblemente, una vulnerabilidad de los individuos que no son protegidos por las redes de protección tradicional (la familia, el grupo…) y que no son (o todavía no) integrados en los dispositivos de ayuda (organizaciones no gubernamentales, grupos…).

El perfil urbano de los barrios espontáneos o precarios


El "derecho a la ciudad", el acceso a los servicios básicos constituyen en todos los barrios precarios o irregulares en reto mayor. Pero donde hay un riesgo probado o el temor a un desplazamiento, la regulación jurídica de las ocupaciones (muchas veces asociada con la creación de infraestructuras básicos y con el abastecimiento de servicios esenciales) se percibe como un medio de acceso a la ciudadanía. 

La exclusión urbana, una cuestión de género

En todas partes, las mujeres son las más afectadas, a la vez por la crisis de la gestión urbana y de los servicios públicos y por el empobrecimiento
. En muchos países, las mujeres no pueden ser propietarias o su estatus de ocupación es débil en caso de transmisión de la herencia. Es más, las mujeres son entre las primeras en soportar el desentendimiento de los poderes públicos en cuanto a equipamientos escolares, sanitarios y de transportes. El costo social es importante : falta de agua potable, de electricidad, de estructuras, de saneamiento, de estructuras de asistencia, de educación, añaden cargas domésticas al cotidiano de la insalubridad. Las dificultades financieras se suman a la crisis de los servicios públicos. Cada vez más mujeres llegan a ser respaldos familiares y deben reemplazar la desocupación de los miembros de la familia (Bulle, 1999 - Leilani, 1999 – National Land Survey of Sweden, 1995).
La exclusión urbana, una cuestión política

El Apartheid, así como las secuelas de la esclavitud en Estados Unidos, han privado a la población negra de un acceso a una vivienda, así como a los servicios y equipamientos culturales durante mucho tiempo. 

Semejantes situaciones dejan marcas que no pueden desaparecer con el efecto de políticas voluntaristas y de de-segregación y de acceso para todos al derecho a la ciudad. En lo que se refiere precisamente al derecho a la vivienda, existen juridicciones internacionales y entre otras un Comité de las Naciones Unidas sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, encargados de examinar el respecto de dichos derechos. Pero mientras no haya un protócolo que plantee los procedimientos de denuncia, los quejantes no pueden solicitar satisfacción jurídica. Por otra parte, el respeto del derecho a la vivienda tampoco puede ser exigido recurriendo a los tratados internacionales como es el Tratado de la Unión (Europea) que no preve esa competencia. 

No obstante, asociaciones de habitantes y organizaciones no gubernamentales, particularmente Habitat International Coalition-HIC, militan para la posibilidad de un recurso en los casos de violación del derecho a la vivienda. Su enfoque va en contra de una linea de deresponsabilización de los Estados y de los organismos internacionales, que se expresó en julio de 2000 dureante el Global Compact,
 La red latino-americana « El Grito de los Excluidos/as » denuncia la situación de migrantes, víctimas de discriminaciones y de restricciones del derecho al trabajo, principalemente en Estados Unidos, y llama los Estados a respetar los derechos, especialmente los de los pueblos indígenas.  

Las personas desplazadas y los campos de refugiados

La hambruna, las guerras, expulsan pueblos enteros de su lugar de vida. De igual manera, expulsiones masivas se producen durante grandes obras como la construcción de embalses, las operaciones de urbanismo o, en ciertos países, la privatización de viviendas sociales. Generalmente, son poblaciones pobres quienes soportan esos desarraigamientos y los fenómenos de expulsión que vienen a continuación. Por eso, hay organizaciones no gubernamentales que reclaman que las violaciones del derecho a la vivienda provocado por esos diferentes eventos sea tratado en la Audiencia Penal Internacional para conseguir la sanción vinculada al no respeto del derecho pero también la reparación por el daño hecho, a cargo de los Estados o de los operadores.

En Bosnia- Herzegovina, se cuenta con 1,2 millones de refugiados al final de la guerra y un programa de re-ubicación apoyado por la Unión europea y por el PNUD se implementó entre 1997 y 1999 en la región central de Bosnia (Ramirez, 2000).


2 . Para ciudades inclusivas : enfoques de integración urbana y social

El saber en qué enfoque de integración urbana y social inscribirse sigue siendo una cuestión actual. Respecto a la prueba del dinamismo y de la fuerza de iniciativas populares, tan soló un acompañamiento de las prácticas de los habitantes hará que las ciudades sean lugares de lucha contra la exclusión social. Dicho acompañamiento no puede considerarse solamente desde el nivel de intervención de los proyectos, pero debe darse en un marco renovado, más democrático y participativo, en el cual los habitantes serán reconocidos como actores principales (Abbott, 1996 – Environment and Urbanization, 1993).
2.1. Desde Hábitat II, afirmacion del derecho a la vivienda

El reconocimiento del derecho fundamental de la persona humana a una vivienda adecuada se acceleró en los últimos diez años, en particular gracias a los esfuerzos constantes de la sociedad civil (Leckie, 1992). En ese contexto, la reunión en Estambul en junio de 1996, de la segunda Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Asentamientos Humanos (Hábitat II), resultó ser fundamental. Sin embargo, los efectos de las declaraciones siguen siendo muy leves. 

El programa de Hábitat II

En el marco del Programa para el Hábitat y del Plan de Acción aprobado en la Conferencia Hábitat II, el estatus jurídico del derecho a una vivienda adecuada, como parte de los derechos humanos, ha sido reafirmado. Además, se han propuesto medidas para prever el problema de los sin techo, evitar la discriminación en cuanto a la vivienda, promover la seguridad de ocupación de viviendas, impedir los desplazamientos ilegales y favorecer el acceso a la información, a la propiedad, a los servicios y al financiamiento que permite conseguir una vivienda asequible (The Habitat Agenda, Chap. III A et IV B).

Los participantes también reconocieron el papel esencial desempeñado por los organismos no gubernamentales y por las organizaciones comunitarias en la realización del derecho a una vivienda adecuada. 

Lectura critíca del enfoque de las organizaciones internacionales

Aunque se haya observado, durante la conferencia Hábitat II + 5 de 2001, cierta regresión respecto a las resoluciones y los compromisos de la conferencia de Hábitat II de 1996, los últimos años han sido señalados –incluso para las organizaciones internacionales-, por una nueva voluntad de enfrentarse con las causas estructurales de la pobreza urbana y de la exclusión. No obstante, las orientaciones de las instituciones financieras internacionales y la falta de compromiso por parte de los Estados en cuanto a la vivienda y a los equipamientos, contradicen esa voluntad, muy sensible en los programas y planes de acción de las organizaciones del sistema de las Naciones Unidas (CNUEH, PNUD), (World Bank, 1999). 

La Campaña Mundial sobre seguridad de la tenencia
 iniciada en 2000 por el Centro de las Naciones Unidas para los Asentamiento Humanos (Hábitat) se refiere a la lucha contra la inseguridad de la ocupación, que afecta entre el 30 y el 60 % de los habitantes de los países en desarrollo (Durand-Lasserve, 1996).

Aunque el impacto de dicha campaña sea difícil de evaluar, no deja de significar un avance decisivo en la lucha contra los desplazamientos y la implementación de políticas de integración sostenibles. Suma acciones de sensibilización dedicadas a los responsables de las ciudades y un apoyo técnico apuntando al mejoramiento y a la simplificación de los sistemas de registro de derechos, a la participación de las comunidades involucradas. Un objetivo central es la adaptación de los trámites actuales de la gestión de la tenencia al dualismo jurídico con el cual la mayoría de las ciudades están enfrentadas, en Africa del sur del Sáhara en particular (Fourie, 2000 – Durand-Lasserve, Royston, por publicar en 2002).

El alcance de dicha campaña todavía parece limitado por dos elementos :

- 
 La falta de reconomiciento del derecho a la vivienda, por parte de los Estados, los cuales protegen ante todo su propiedad. 

-
 La falta de una articulación satisfactoria con la Campaña mundial sobre gestión pública urbana (Marcuse, 2001). Si la Campaña Mundial sobre seguridad de la tenencia tan soló se refiere a la regulación de los mercados para poner un límite a sus efectos negativos, la Campaña mundial sobre gestión pública urbana tampoco preve obligaciones positivas a cargo de los gobiernos

Esas insuficiencias y más generalmente las dificultades encontradas en la ejecución del Plan de Acción aprobado en la Conferencia Hábitat II – son destacadas por Habitat International Coalition que siente el paso atrás dado con Hábitat II+5. 

Por una parte, la demanda de obtención de Guias para la re-ubicación de las poblaciones queda sin respuesta mientras que esas lineas directivas podrían haber dado reglas para impedir por lo menos las evicciones ilegales e inhumanas. Por otra parte, mientras el programa « Ciudades sin chabolas » debía mejorar las condiciones de vida de 100 millones de habitantes de los tugurios de aquí a 2020, la sesión especial de la Asamblea General de las Naciones Unidas dedicada al Hábitat (6-8 de junio de 2001 en Nueva York) no quiso precisar las etapas de su ejecución. La propuesta de HIC, defendida por la Unión Europea, de hacer más contringente el subsidio de 0,7 % del PNB para la ayuda al desarrollo, ha sido rechazada. 

El camino abierto por las Naciones Unidas parece todavía largo y corre el riesgo de quedar sin salida, si no consigue superar ciertas lógicas que desalientan la participación de los habitantes. ¿ Las centenas de millones de personas que viven bajo la amenaza de un desplazamiento lograrán mejorar sus estatus de ocupación de aquí al año 2015, si todavía son consideradas como almas muertas y no como sujetos activos y con derechos ? ¿ Las « buenas prácticas » y luego los intercambios de experiencias, conseguirán dar respuestas cantitativas y cualitativas eficaces si no se inscriben en políticas públicas sustentables ?

2.2. Los habitantes actores de la intégracion por la vivienda

En áreas urbanas pobres, las dinámicas sociales en las megalópolis están afectadas por un fenómeno paradojal de desestructuración y de reestructuración : desestructuración de los lazos familiares y sociales tradicionales, heredados del mundo rural, pero también emergencia de nuevas solidaridades sobre la base de situaciones compartidas, sea la precariedad de las condiciones de la vivienda, del trabajo, la reivindicación en cuanto a la tenencia del suelo, a equipamientos o a servicios, o sea la precariedad de las situaciones profesionales. Los límites para las intervenciones previstas « desde arriba » hacia « abajo », son testigos del fracaso de las políticas de integración por la vivienda cuando éstas no toman en cuenta las prácticas de los habitantes. No se trata aquí de poner en tela de juicio el principio de las intervenciones públicas – imprescindibles para garantizar la integración de los grupos urbanos más pobres – sino de mirar de forma crítica las prácticas administrativas que no consideran las dinámicas sociales existentes y las reinvindicaciones de las « poblaciones involucradas »

Los habitantes pobres de las ciudades implementan estrategias para encarar la exclusión urbana.

En las metrópolis de Africa, de América Latina y de Asia, se ven surgir nuevos comportamientos colectivos, en respuesta a las situaciones de emergencia. Cantidad de trabajos tratan de las competencias y de los « savoir-faire » de los habitantes en sus espacios de vida y muestran la fuerza y el dinamismo de esas prácticas populares (Navez-Bouchanine, 2000-a-Imparato, Ruster, 2001).  

A partir de un movimiento social que nació de la pobreza urbana, se crea una verdadera conexión, de actores, de redes, entre barrios, entre grupos (criadas, aprendices y trabajadores de la calle, mujeres, jóvenes desocupados) que se constituye y que interpela a los poderes públicos. 

Las mujeres, particularmente, por estar en el centro de las dificultades urbanas y de las estrategias de superviviencia, deben buscar soluciones colectivas en nuevas redes de solidaridad y en acciones de proximidad. Algunas cooperativas femeninas financiadas con el ahorro popular, financían operaciones de ordenación (saneamiento, mejoramiento, abastecimiento de agua) e incluso de construcción de viviendas.

En esos modos de acción colectiva iniciados por mujeres, el ejemplo de las criadas, en un barrio de baracas en la entrada de Dakar es bastante significativo (Bulle, se publicará en 2001). 


La dinámica urbana se suma a la dinámica asociativa y de agrupación. Las muchachas se movilizan con los habitantes para mejorar su entorno inmediato. Financian proyectos en los barrios (agua, electricidad), participan en su gestión, interpelan a los poderes públicos, a los prestamistas, a las organizaciones no gubernamentales sobre su « derecho a la ciudad » y a mejores condiciones de vida. También invierten en proyectos emplementados en su pueblo nativo gracias al juego del ahorro, reconvierten y distribuyen la fortuna simbólica conseguida en la ciudad (alfabetización, sensibilización sanitaria). 

El préstamo informal para la vivienda : ejemplo de los efectos limitados de las estrategias populares

Las familias de ingresos bajos no se dirigen solamente a los establecimiento de crédito sino también solicitan y tienen acceso al financiamiento, independientemente del préstamo formal. En cada país, los modos son muy específicos. Todos implícan un ahorro previo al inicio de la producción de la vivienda, pero no es necesario que este ahorro tenga una cuota fuerte en comparación con el monto por investir. La presencia de ahorros de diversas formas, monetarias o no (joyas y otros bienes comerciales con valor de reserva), confirman la capacidad de las familias en involucrarse en un proceso productivo a largo plazo. El financiamiento puede aparentarse a préstamos “revolving", con montos bajos (por parte de los familiares o amigos, o de prestamistas locales, pero entónces con tasas de usura) que eventualmente pueden renovarse a medida que se amplía la construcción. También existen financiamientos más masivos pero más discontinuos, que resultan de la participación en "tontines” o en otros modos de crédito renovable.

El préstamo llamado informal tiene una gran ventaja : se adapta a los modos de ingresos y al proceso de acceso a la vivienda. Pero tiene un doble inconveniente, a menudo es muy caro y no puede incrementarse ni ampliarse fácilmente. Cuando la debilidad de la organización colectiva las pone bajo el control de intermediarios que practícan la usura, las familias de bajos ingresos deben pagar tipos de intereses muy importantes. Esto limita la calidad de las inversiones que podrían realizar las familias para el mejoramiento de su vivienda : sus recursos incluso pueden agotarse a lo largo, pues la mediocre calidad de las nuevas construcciones y de las obras de mejoramiento, les obliga a practicar muchas reparaciones.(Mc Leod, Mitlin, 1993).

Los límites y los fracasos de las formas centralizadas de gestión urbana

El ejemple de la política de desaparición de los tugurios en Marruecos destaca los límites de las operaciónes decididas en un sistema hyper-centralizado que no toma lo sufcientemente en cuenta a los habitantes. (Navez-Bouchanine, 2000-b)


Los efectos negativos de una gestión centralizada de proyectos de hábitat resaltan también en el largo plazo. Contribuyen en reproducir una inercia temible pues, a la larga, entretienen  dos tendencias que frenan las iniciativas locales.

· por una parte, el poder central, en vez de desempeñar el papel de la regulación y de la animación, sigue substituyéndose a las instancias locales ;

· por otra parte, este modo de gestión confirma que algunas autoridades locales, ciertas asociaciones e incluso otros socios públicos, tienen una concepción asistencial del Estado.

Al contrario, las consultaciones urbanas implementadas por el PGU, Programa de Gestión Urbana en América Latina y en el Caribe, constituyen un método de coproducción del desarrollo urbano y social que asocia, ampliamente y a largo plazo, a todos los actores directos e indirectos de dicho desarollo. En cualquier sitio, los proyectos se conducen según un método similar, basado en la participación efectiva de todas las categorías sociales presentes, en grupos de trabajo que identifican los problemas, establecen prioridades, seleccionan soluciones y medios para implementarlas. Los resultados logrados dan lugar a un seguimiento, mientras que se sacan lecciones y perspectivas de experiencias, como lo muestran los ejemplos siguientes. ( PGU, 2001 )


2.3. Acompañar las prácticas de los habitantes

El reconocimiento de las estrategias propias de los habitantes y los fracasos de las intervenciones que no consideran lo suficientemente sus prácticas, en vez de legitimar un retroceso de los poderes públicos, deben fomentar una reflexión sobre la re-definición de sus modos de intervención y sobre el papel y la práctica de los habitantes. Promover “ciudades inclusivas” requiere un acompañamiento técnico, financiero e institucional.

El acompañamiento técnico

La implementación de instrumentos adaptados constituye una condición indispensable para una más grande eficacia de las prácticas populares. En cada proyecto de acceso a la vivienda, una asistencia técnica profesionalizada resulta necesaria para garantizar una continuidad en la elaboración de soluciones y en su seguimiento, en el plan arquitectural, técnico y de ingeniería. Semejante asistencia técnica representa un costo importante, y, precisamente porque se dió como objetivo la vivienda de los más pobres, este costo no puede incluirse en el costo de la vivienda. Lo que se está jugando aquí, es la capacidad de las políticas públicas en integrar nuevos instrumentos en un marco financiero e institucional, y ya veremos que debe ser renovado para acompañar las prácticas populares.

El mejoramiento de la seguridad de la ocupación de los habitantes de los barrios informales, las políticas de regulación de las ocupaciones, como el conjunto de las actas de la producción y de la cesión de terrenos para el hábitat, suponen que se disponga de instrumentos de información y gestión de la tenencia adaptados y variados. La cuestión central del reconociminto de los derechos de los ocupantes sobre el suelo no puede limitarse tan sólo al mejoramiento de los procedimientos de registro, ni siquiera a la implementación de sistemas de información de la tenencia simplificados. Por ejemplo, los proyectos de catastros simplificados implementados durante las dos últimas décadas han tenido con frecuencia un impacto limitado debido a las resistencias opuestas por las administraciones involucradas , y a difficultades para garantizar su puesta al día.

Por otra parte, la preferencia de la instituciones financieras internacionales y de las agencias de cooperación para el acceso a la propiedad individual de la tierra ante cualquiera otra forma de segurización de las occupaciones no corresponde a las necesidades de los grupos de ingreso más bajo. Actualmente, se buscan otras fórmulas que distingan los títulos de propiedad y el seguro de la ocupación. La reflexión actual sobre la regularización de la tenencia pone enfásis en la cuestión de la seguridad de la ocupación, la cual es garantizada exclusivamente por el acceso a la propiedad de la tierra.

Se necesitan entonces diversos instrumentos para contribuir en ello: autorización de ocupación, garantía del estatus de alquiler, permiso de ocupar con posibilidad de aspirar a  un derecho real, formas colectivas de tenencia de la tierra. Enfoques innovantes en materia de seguridad de la tenencia para las poblaciones urbanas pobres se han implementado en India, en Perú, en Colombia, en Namibia, en Africa del Sur y en Brasil.( Fourie 2000 - Payne, se publicará en 2002 - Durand-Lasserve, Royston, se publicará en 2002).
El acompañamiento financiero

Los procesos de producción de viviendas por las familias de ingresos bajos pueden iniciar la construcción de nuevos sistemas de financiamiento y necesitan para ello la adaptación de los productos de préstamoss existentes.

Cual es la articulación posible entre los sistemas informales, necesariamente limitados al montaje de realizaciones estrictamente localizadas, con los sistemas formales que imponen, en cuanto la voluntad política es generalizar programas importantes dedicados a ampliar sobre todo el territorio el proceso de construcción y de mejoramiento de viviendas ? 

Una pista de intervención posible parece ser una reglamentación que facilite la creación de bancos locales mutualistas y populares, en particular a través de la responsabilidad de una parte de su costo de funcionamiento, permitiendo su control permanente por un órgano técnico autónomo. Dicho control, a cambio de un dispositivo financiero de garantía, trataría tanto de la rentabilidad como del reembolso del ahorro y alentaría los vínculos de dichos bancos mutualistas con el sistema general de préstamos, en el marco de una autonomía real, respecto a las obligaciones monetarias del mercado financiero internacional. Existen inicios de soluciones que van en ese sentido. Han sido diseñados instrumentos de préstamo formal para las categorias menos afortunadas y muestran que es posible construir una articulación entre  ambos sectores, ampliando de hecho el sistema formal de préstamo. Podemos referirnos  por ejemplo a las agencias de refinanciamiento de préstamo municipal. En varios países (India, Africa del Sur), han sido estudiados e implementados dispositivos de doble intermediación entre la población y el sistema formal de implementación de financiamientos : el nivel ordinario de la agencia bancaria se prolonga hacia la población con un primer nivel de intermediación caracterizado por su naturaleza asociativa : ese nivel abarca las pocas  inversiones del ahorro para lograr el umbral de equilibrio de los costos de gestión bancaria y redistribuye, a la inversa, los montos de financiamiento aprobados globalmente. 

Pero el buen funcionamiento de esa ampliación del préstamo para los más pobres exige, lo cual es lo más difícil, una adaptación fina de los mercados hipotecarios primarios y secundarios. Por fin, se debe dedicar una ingeniería jurídica y técnica importante para la creación de fondos de garantias, cuyo papel tomará importancia a medida que aumenten los financiamientos, cuando será necesario estirar los circuitos entre el ahorro y los préstamos, asociar los bancos mutualistas locales, abrir las puertas hacia el sistema financiero en su conjunto, progresivamente y con cuidado. 

Recordemos que la cuestión de los cobros de los costos es central para el financiamiento de la vivienda y del urbanismo, y que siempre se cobran « ex-post ». Siempre hay alguien para pagar ! La cuestión, entonces, ya no es reconocer la necesidad de cobrar los costos sino la de las modalidades de cobro. ¿Cuales son las modalidades de cobro y las distribuciones de contribuciones que permiten une reproductibilidad de las operaciones y una escala de realización que corresponda a la escala de  las necesidades ?

La cuestión de la redistribución es central en la problemática del financiamiento de la vivienda. No atañe a una discusión ideológica sobre la necesidad – o no - de subvenciones para alojar a los pobres, sino más bien a una reflexión sobre la naturaleza y la eficacia de las subvenciones. 

En el Norte, no sólo hay que tomar en cuenta las subvenciones explicítamente destinadas a la vivienda, sino también todos los subsisdios del sector público para las políticas sociales (salud, educación, etc...) que participan en el hábitat. El debate sobre la política tributaria es esencial si se quiere ser capaz de acompañar a las familias en el acceso a la vivienda.

Sin embargo, el debate no debe plantearse exclusivamente en los niveles locales y nacionales porque la exclusión de la vivienda afecta a las familias de ingresos bajos en todo el mundo,. Una estrategia transnacional de financiamiento resulta necesaria. Se trata en particular de aportar algunas respuestas a los problemas planteados por las corelaciones entre el desarrollo y las migraciones. Habitat International Coalition-HIC, constatando en particular que ciertas inversiones en los países en desarrollo provocan olas de migración del campo hacia la ciudad, y que el urbanismo es una consecuencia ineluctable del desarrollo, propone dedicar una parte del 0,7 % de los subsidios al tercer mundo para políticas públicas de la vivienda en esos países.

HIC plantea la siguiente cuestión : ¿ en el marco del debate sobre la imposición de las transacciones financieras internacionales, por qué no se pediría un espacio para las políticas urbanas ? Una parte de los 100 000 millones de dólares sumados anualmente por el impuesto Tobin, si fuese retenido, contribuiría en resolver la cuestión de la vivienda. 

El acompañamiento institucional

Acompañar las prácticas de las familias remite, a nivel institucional, a una doble problemática : la de la redefinición del papel del sector público y la de la articulación con el conjunto de los operadores. Dichas redefiniciones y articulaciones deben hacerse a nivel local. Se trata de realizar una síntesis entre las políticas nacionales de la vivienda y las características locales de las familias y de las problemáticas urbanas, inmuebles y de construcción. La complementariedad, la interdependencia, la coordinación, que en particular deben encontrarse en el acceso a la tenencia de la tierra y al préstamo, implican un control de la ejecución específica, compartida con la intervención, de distintas maneras, del sector público – central y local – del sector privado, de las ONGs y de los mismos habitantes. 

El presupuesto participativo que se implementó en Porto Alegre, se plantea respecto a esto, como una innovación emblemática de las respuestas democráticas que se pueden dar para facilitar la surgimiento de ciudades inclusivas. Después de unos quinze años de experiencia, los presupuestos paticipativos conciernen a más de 140 ciudades en Brasil y empiezan a hacer escuela en al extranjero (Cabannes 2001). Ese mecanismo demócratico, con el cual los habitantes deciden de las prioridades de las políticas locales, promueve una cooperación fundada en la igualdad entre las asociaciones de habitantes y los poderes públicos. El hecho de explicitar los conflictos de intereses y de permitir la expresión  de todos, representan, en ese contexto, ventajas que favorecen la experimentación de nuevas políticas públicas y una ciudadanía activa, ambas base de la inclusión.

Las prácticas innovantes implementadas ante la exclusión urbana tendrán cuanto más efectos que serán objecto de intercambios en el ámbito de redes solidarias. La idea de la Asamblea mundial de los habitantes, iniciada por Habitat International Coalition-HIC, la Fundación Charles Léopold Mayer pour le Progrès de l’Homme y la Facultad de Arquitectura de Venezuela se inscribe en esa perspectiva.

Dicha propuesta, formulada durante la Conferencia Hábitat II, desmbocó en encuentros nacionales y regioales que reunieron miles de habitantes. Dichos encuentros ofrecen a los habitantes de barrios en construcción, a los inquilinos, a los sin techo y a sus asociaciones, la posibilidad de expresarse y de actuar : en Paris por ejemplo, los encuentros europeos para el derecho a la vivienda han sido dedicados a la vez a la ocupacion de un edificio vacio y a una cita oficial con los ministros europeos de vivienda. Otra red, Africité, también intenta hacer avanzar el diálogo entre habitantes e instituciones : recién, durante el encuentro en Namibia, se dió lugar a la elaboración, por asociaciones de habitantes y ONGs africanas, de una Carta de la cooperación con las autoridades locales. 

Por fin, unas 400 personas, provenientes de más de 30 países se encontraron en octubre de 2000 en México D.F. para intercambiar sobre las estrategias populares necesarias y posibles para encarar los efectos de la globalización en el área urbana. Dicha asamblea constituyó una primera experiencia para los habitantes, previa a la Asamblea mundial para un mundo responsable, plural y solidario que se reunirá en Lille (Francia) en diciembre de 2001.
cAPÍTULO CUATRO : la BUENA GESTION URBANA

El hecho de que el término “buena gestión urbana” (o “gobernanza”) se utilice desde hace algún tiempo en forma masiva y sin discernimiento ha tenido algunos efectos lamentables sobre el enfoque de la lucha contra la exclusión y las desigualdades. Por otra parte, y sin dar definición alguna de lo que se entiende por “buena gestión urbana”, se admite por lo general que este término significa al mismo tiempo un modo de administración, un modo de gestión y un determinado tipo de relación entre distintos niveles de decisión y esferas de la vida pública. En este sentido, puede decirse que la buena gestión urbana es un tema transversal a los que acaban de mencionarse.

Es importante entonces analizar de manera crítica el empleo de dicho término y restablecer una concepción dialéctica de la construcción de políticas públicas que tiendan a conciliar el desarrollo con el acceso de todos a los frutos del mismo.

Se reconoce en la actualidad que los factores sociales (exclusión, violencia, inseguridad, etc.) pueden influir en forma negativa sobre la productividad de las ciudades. La problemática economicista dominante no deja por ello de considerar a estos factores como “externalidades negativas”, imputables al mal gobierno de las ciudades y no a la globalización liberal en sí o a las modalidades de intervención de los donantes. Plantearemos entonces como hipótesis que : “para que los grupos vulnerables puedan verse beneficiados con las oportunidades que brindan las nuevas tecnologías y la globalización de la economía”
, la condición previa es que se termine con algunas lógicas que rigen la antedicha globalización : volatilidad de los capitales, deuda, restricciones del ajuste, etc. No sólo los derechos humanos y la preservación del medio ambiente se ven hoy, más que nunca, subordinados a las “leyes del mercado”, sino que además queda demostrado que la globalización, al alterar la interfase Estado-ciudad,  no abre un nuevo campo de prácticas y representaciones en materia de democracia. Difícil será lograr los objetivos de la declaración de Recife mientras no haya un proceso en el cual se reinvente el Estado, anexado a la articulación entre dinámicas transnacionales, lógicas nacionales e iniciativas locales. A la espera de un análisis más profundo de la noción, la “buena gestión urbana” a promover no puede ser sino multiterritorial y no puede permitirse pasar por alto el nivel de los Estados-naciones.

¿Qué hace que la “buena gestión urbana” sea generadora de una ciudad inclusiva? Para responder a esta pregunta, es necesario replantear la noción de pobreza, sabiendo :

- Que esta noción no tiene el mismo contenido si uno se ubica dentro de un sistema dotado de una relativa estabilidad –es decir, que excluye los accidentes mayores- o, por el contrario, dentro de sistemas cuyos ciclos de producción-consumo pueden ser brutalmente desestabilizados. Achille Mbembé insiste sobre el carácter drástico de la disminución de recursos que afecta a las poblaciones africanas. En su opinión, esta crisis de subsistencia se relaciona con la caída brutal de la remuneración del trabajo y con la extraordinaria volatilidad de los precios, unida a una escasez de dinero sin precedentes. La práctica casi generalizada del trueque presenta sin embargo la originalidad de ubicarse en el centro mismo de la economía monetaria, trastocando las condiciones en las cuales los africanos determinan el valor y el precio que atribuyen a todo tipo de emprendimientos y de bienes. (Mbembé, 1999)

- Que, aunque los vínculos entre la exclusión y la pobreza son muchos, es necesario disociar conceptualmente estos dos fenómenos. La lógica del discurso sobre la exclusión pasa por alto, en efecto, la posibilidad de que una sociedad se pueda fragmentar no sólo desde abajo, sino también desde arriba. Sin embargo, el tema de la “secesión urbana ” forjado a partir de la situación norteamericana muestra ser desmovilizador, en tanto lleva a constatar una definitiva impotencia pública. Lo mismo ocurre con la consigna de lucha contra la pobreza, que tiende a inspirar políticas “focalizadas”, dejando de lado a todas las categorías de población situadas por sobre la famosa “línea de pobreza” y a eliminar asimismo la reflexión sobre los mecanismos de producción y de reproducción de la pobreza.

- Que el enfoque de la articulación desarrollo-pobreza-exclusión no puede ni debe ser prioritariamente económico. Se tratará entonces de profundizar las nociones de “desafiliación” (Castel, 1995) y de “ expoliación urbana ” (Kowarick, 1994) que hacen referencia a los registros cultural, histórico y político.

Nos confrontamos por último a fenómenos de proximidad e interdependencia de los actores, que relativizan la noción de exclusión. La exclusión genera nuevas formas de violencia urbana que van mucho más allá de las comunidades excluidas. Debemos por lo tanto tomar en cuenta una nueva dimensión de la exclusión : la de las representaciones de la seguridad. Dichas representaciones pueden legitimar tanto proyectos homogeneizantes como fronteras internas, dentro de las sociedades contemporáneas. En consecuencia, la pobreza ya no debe ser entendida como un margen que se podría aislar de los otros problemas y del resto de la población. 

1 . Informe de la situación

Se puede observar cierta concomitancia entre la prioridad otorgada a la lucha contra la pobreza, el hecho de recurrir a la “buena gestión urbana” y la descentralización. El conjunto de estos posicionamientos institucionales puede brindar un marco para un desarrollo municipal más justo, es decir, más orientado hacia el acceso de todos al derecho a la ciudad, a la vivienda, a la educación, los servicios, los empleos y la cultura. Pero esto sólo es posible si se cumplen algunas condiciones que analizaremos, examinando las intenciones de los dispositivos y sus modalidades de implementación.

1.1 La buena gestión urbana

La buena gestión urbana (o “gobernanza”) es uno de esos términos “que tanto nos costó aceptar (…) y que ahora utilizamos como una cantinela ya gastada en todos los enunciados de políticas públicas territoriales …" (Querrien, 2001)

Esta afirmación, que se aplica principalmente a la visión francesa del desarrollo y a la ayuda para el desarrollo de los países del Sur, ilustra claramente lo que ocurre cuando se introduce un concepto que es percibido como alógeno e impreciso pero que, si bien no llega a cubrir una laguna en la práctica política, al menos responde a un malestar bastante general en la relación política entre gobernantes y gobernados.

Surgimiento y sentido del concepto

Luego de las políticas de ajuste estructural, que tuvieron como efecto un agravamiento de la pobreza en los países en desarrollo, la construcción y la difusión del concepto de buena gestión urbana intentan corresponsabilizar a los Estados y a los actores con relación al desarrollo. La aplicación del concepto a nivel local se difundió ampliamente con bastante rapidez. Dentro del marco de la lucha contra la pobreza, se enfatizó entonces sobre el papel de las autoridades locales, los actores económicos privados y la sociedad civil, en la administración de los proyectos y la gestión urbana. 

"La noción de buena gestión urbana (o gobernanza) que se impuso a fines de los ’80 no es nueva en la literatura anglosajona, pero su traducción operacional proviene de una tentativa por superar la falta de eficacia de las estructuras gubernamentales, dando mayor importancia a otras dinámicas sociales ". (Carter Center, in Jaglin, 1998)

El éxito de este término proviene del hecho de que propone una respuesta al deseo, ampliamente compartido, de ser gobernados de otra forma. El proyecto se presentó con la imprecisión suficiente como para ser rápidamente adoptado como modelo de sistema de decisión por parte de grupos cuyas estrategias son muy diversas. Por ejemplo, algunos defensores de la privatización total de los servicios públicos ven allí la posibilidad de compartir el poder con las autoridades públicas, mientras que por el lado de las comunidades de base, la buena gestión urbana es entendida como una apertura hacia el acceso de los pobres y los excluidos a la esfera del debate y de las opciones políticas vinculadas con su vivencia cotidiana. "El concepto de buena gestión urbana reconoce que las autoridades no son las únicas que gobiernan la sociedad, sino que forman parte de una compleja red de interacciones entre instituciones y grupos. La buena gestión urbana radica en dicha red de interacciones. La ciudadanía es efectiva cuando la gente forma parte de esta red y ocupa allí un lugar activo". (Rodríguez and Winchester, 1996 in Carrion, 2001)

Cómo lo toman las instituciones internacionales

Cuando el Banco Mundial introdujo el término de “buena gestión urbana” no apuntó en primera instancia a las políticas urbanas de integración y de lucha contra la exclusión, sino a la aceleración del desarrollo bajo la tutela del mercado, y ya no dentro del marco exclusivo de las políticas públicas. El fracaso del ajuste estructural, desde el punto de vista de un desarrollo equilibrado y justo, se manifestó en la estrategia de los proveedores de fondos mediante el llamado a la iniciativa privada en materia de equipamientos y servicios urbanos, tendiente a dejar a los Estados una función meramente “reguladora y facilitadora” (Jaglin, 1998).

Desde esta óptica, la gestión urbana es un término compartido entre actores privados y colectividades públicas, cuyo paradigma es el de la empresa. “ A través de un desplazamiento metafórico con lo que constituye el universo de la empresa (...) ya no se considerará a la ciudad únicamente como función de producción, sino como una estructura de “buena gestión” que maneja y coordina las transacciones ” (Osmont, 1995 pág. 281). Dentro del marco de la “buena gestión urbana” administrada, la democracia se inspira en una idea del consenso con relación a un objetivo economicista de lucha contra la pobreza que, se supone, rige al conjunto del campo social y político. 

Pero, por otra parte, el Banco Mundial junto al CNUAH creó “la Alianza de las ciudades” (Cities Alliance), un dispositivo que tiende a articular desarrollo económico y lucha contra la pobreza urbana, cuyo eslogan podría ser “la riqueza sin los barrios de chabolas (villas miseria, favelas, cantegriles...)”. Dentro de este marco, los dos programas que marcan la orientación son : “Ciudades sin chabolas”
 y "Estrategias de desarrollo urbano"
. La lucha contra la pobreza actúa como telón de fondo de estos proyectos, pero más desde el ángulo de la ciudad productiva que de la ciudad inclusiva.

Por otro lado, luego de Hábitat II, se encargó al Centro de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos que trabajara en la promoción de una “buena gestión urbana”, dentro del marco de estrategias urbanas fundadas sobre la lucha contra la exclusión. 

La Campaña de las Naciones Unidas para la buena gestión
 urbana (CNUAH, 2000) hace referencia al enfoque del PNUD, que distingue la buena gestión (o gobernanza) del “gobierno”, incluyendo el primer término la expresión de las potencialidades de ejercicio del poder fuera de las instituciones. El PNUD insiste sobre la importancia de los procesos de decisión basados en relaciones complejas entre una variedad de actores cuyas prioridades no son las mismas. Para empezar, la buena gestión urbana es entendida como aquello que permite que hombres y mujeres accedan a los beneficios de la ciudadanía urbana, es decir, a los servicios básicos, a la seguridad de la tenencia de la tierra, a una vivienda adecuada, a la educación, el empleo, la seguridad y la movilidad. 

Hay que señalar, forzosamente, el desfase entre la realidad y el programa de la buena gestión urbana. Una nota de trabajo del CNUAH aclara con precisión que esta campaña propone una “visión” de la “ciudad inclusiva”, y menciona un poco después el caso de las ciudades que se han encaminado por la “vía que tiende hacia una mayor inclusión”. Queda claro entonces que la “ciudad inclusiva” es una referencia y que diversas tentativas pueden inspirarse en ella, sin que ninguna ciudad haya concretizado aún dicho modelo.

Otra ambivalencia de la “buena gestión urbana” proviene del hecho de que se la presenta como una posibilidad de redistribución del poder, sin un proyecto político implícito. Este es, ciertamente, un punto con el que tropiezan las perspectivas abiertas por las ciudades que se dicen inclusivas cuando recurren a este concepto.

Al evocar todas estas acepciones, hay que reconocer que la multiplicidad de las expectativas que convergen en la “buena gestión urbana” no puede ser totalmente satisfecha. De todas maneras, queda claro que  las formas de gobierno empleadas durante la segunda mitad del siglo XX demostraron ser insatisfactorias desde muchos puntos de vista y que la buena gestión urbana ha abierto nuevas perspectivas.

En consecuencia, la buena gestión urbana es un concepto enriquecedor, al menos por tres razones : 

· abrió un debate bastante profundo sobre las posibilidades y modalidades de ampliación de las esferas de decisión,

· da lugar a consignas que pueden llegar a introducir un cambio en la gestión urbana, 

· a nivel local, transfiere una parte de la soberanía de los Estados, que es sometida al juicio de todos y, en este sentido, posibilita el acceso de capas sociales más amplias al debate político de fondo.

1.2. La descentralización

Al igual que la buena gestión urbana, la descentralización es una evolución política que corresponde a expectativas fuertes pero heterogéneas. A nivel local, los ciudadanos piden una gestión de proximidad. Para ellos, la descentralización de algunas de las competencias del poder central puede resultar en una mejor adaptación a las situaciones concretas. Pero la descentralización también responde a exigencias supralocales.

En los países que tienen una larga tradición democrática, la descentralización aparece como el resultado inevitable de una evolución secular, aunque esto no parezca tan obvio y cueste implementarla. La situación es muy distinta en los países del Sur.

Impuesta generalmente por los proveedores de fondos, la apertura de proyectos de descentralización antes de que los Estados se hayan consolidado, particularmente en los países africanos que se han independizado recientemente (o dentro del marco de la crisis urbana e institucional de los países de América Latina) ha dejado el campo libre a ciertas estrategias y ha permitido la aplicación de iniciativas heteróclitas que actualmente encuentran muchas dificultades para combinarse y formar territorio. Hay un contraste asombroso entre la multiplicación de los niveles de descentralización (provincia o región, departamento o distrito, comuna) y la incapacidad por parte de los Estados para pasar la etapa previa de desconcentración administrativa. Estas reformas constituyen más un acompañamiento de las políticas de lucha contra la pobreza que un enfoque que se preocupe por el reequilibrio territorial y la subsidiaridad democrática.

Cierto es que un desarrollo urbano eficaz pasa por sistemas fuertes de administración local pero, en muchos países, el cambio institucional impuesto desde el exterior será explotado por los Estados para desligarse de cargas que ya no pueden asumir y transferirlas sobre las colectividades locales. Dado que la transferencia de competencias no es acompañada por ninguna transferencia de recursos, los ayuntamientos deben afrontarla con recursos propios, que son irrisorios
. 

En el contexto de la globalización, la descentralización se inscribe dentro de una contradicción. En efecto, puede decirse que los Estados y el poder estatal están en crisis por lo alto y por la base : por un lado, la globalización tiende a quitar poder a los dirigentes nacionales; por otro lado, los reclamos de democracia de proximidad se hacen oír cada vez más, particularmente en la lucha contra la exclusión. "Pero el moderno sansimonismo, la creencia de que el progreso técnico bastará para hacer retroceder la miseria y las desigualdades y de que es suficiente con tener menos Estado y dar mayor prioridad a las empresas no puede erigirse como pensamiento político". (Massiah, 1995)

El énfasis puesto sobre la descentralización de la gestión urbana y del gobierno de las ciudades converge con la “buena gestión urbana” en la perspectiva de las ciudades inclusivas. Pero los medios tendrán que existir, es decir, ser dados o creados, para que estas formas de gestión y esta reconversión de las autoridades locales no reproduzca a pequeña escala concepciones que han sido criticadas en  los detentores del poder central.

Al igual de lo que ocurre con la buena gestión urbana, hay que desconfiar de un uso casi mágico de la palabra : la descentralización no lleva espontáneamente hacia una reducción de la pobreza, ni hacia una mejor integración social de las poblaciones excluidas. Con el objeto de evitar que la descentralización culmine en una simple sumisión de las capas populares frente a las elites locales, dos precauciones son prioritarias : 

· Garantizar la expresión del conjunto de los habitantes de las ciudades y de sus periferias, mediante mecanismos de diálogo y de intercambio inscritos en la gestión urbana y en el código de conducta municipal,

· No limitar dicha “participación” a cuestiones vinculadas con el entorno inmediato de los habitantes, sino más bien llevar el debate hacia temas de interés general, difundiendo una información lo suficientemente clara como para que cada ciudadano pueda opinar.

Las autoridades locales pueden tomar estas precauciones por iniciativa propia, pero en realidad se requeriría más bien una movilización de las organizaciones populares, si se quiere que este modo de “buena gestión descentralizada” implique un proceso de cambio social, ya que de eso se trata. La lucha contra la pobreza equivale a llenar un barril sin fondo si no se la inscribe dentro de procesos de reconocimiento que permitan que los excluidos hagan uso de la palabra y puedan ir más allá de sus reclamos particulares.

1.3. buena gestión urbana y descentralización en la práctica de la lucha contra la pobreza urbana

Todos los programas entablados a nivel internacional ponen en primer plano algunos logros que brindan informaciones efectivas sobre distintos aspectos, incluyendo enfoques basados tanto en la ayuda social como en el desarrollo humano (que apunta a fortalecer grupos de base), el medio ambiente (principio de precaución), el papel de las instituciones o la defensa de los derechos. Al mismo tiempo, estas  informaciones llevan a relativizar el alcance de la buena gestión urbana y de la descentralización en el contexto de la globalización dominada por el liberalismo.

La Campaña Global para la buena gestión urbana

Dentro del marco de esta Campaña se han elaborado normas y una base de datos que recopila las experiencias en curso y analiza el rendimiento de las mismas con respecto a los principios que la campaña enuncia
. Esta "base de datos de las ciudades inclusivas" reúne doscientas veintidós iniciativas de ciento setenta y tres ciudades, recolectadas a partir de los distintos programas iniciados por el CNUAH y por otras instituciones. Brinda información sobre las intenciones y/o realizaciones en dichos lugares, así como también análisis cruzados por temas y por zonas geográficas. A manera de ejemplos de la buena gestión urbana, se han extraído de esta base unas treinta ciudades. (UNCHS, 2000)

En síntesis, la base de datos pone de manifiesto que, entre los 222 casos contabilizados, la buena gestión se busca mayoritariamente alrededor de las cuestiones ambientales (20,7% de los casos) y las reformas municipales (12,6% de los casos). Los otros puntajes
 son inferiores al 10% y la reducción de la pobreza queda en quinta posición (6,8% de los casos). Si se toman en cuenta las distintas zonas geográficas, el peso de los temas puede alejarse de estos promedios. Por ejemplo, hay tres zonas que no presentan ninguna experiencia en el terreno de la reducción de la pobreza : Europa (del Este y del Oeste) y América del Norte. En los Estados árabes y en América Latina y Caribe, el medio ambiente no es el primer tema : el primer lugar lo ocupan, respectivamente, la gestión de los residuos y las reformas municipales. Este último tema no se ubica en el segundo lugar en África : el agua y el saneamiento y la prevención de la delincuencia ocupan juntos este puesto. En Asia y en el Pacífico, la ordenación urbana y regional es tan importante como las reformas municipales, y ocupa el segundo puesto detrás del medio ambiente.

Estas indicaciones son interesantes, aunque no brindan sino una visión fragmentada y puramente técnica de la buena gestión. Por el contrario, la "buena gestión urbana" debería buscarse a través de procedimientos globales. Se la definiría como la capacidad de dirigir el espacio político de la ciudad sobre la base de un proyecto global, cuyas modalidades son permanentemente sometidas a debate entre todos los habitantes, y sobre el cual se definen prioridades estratégicas y modalidades técnicas. 

Esta preocupación por un procedimiento integrado aparece sin embargo en la coordinación de los programas que se refieren a la buena gestión urbana. Universitarios y expertos insisten sobre el aspecto compuesto de los procedimientos. Dos de entre ellos (Pieterse, Juslén, 2001) citan cuatro elementos clave de la buena gestión a nivel municipal : 

· marcos de toma de decisiones que abarquen a todos los habitantes de la ciudad; como ejemplo se citan las consultas urbanas (ver más adelante), 

· la movilización alrededor de programas prioritarios emblemáticos, sobre los que tienen que desembocar necesariamente la consulta y la deliberación,

· reformas institucionales, requeridas para la apertura a los conocimientos y contribuciones de nuevos actores de la ciudad, que involucren tanto a las autoridades como a la administración municipal, 

· la instauración de mecanismos de supervisión y de aprendizaje destinados a mantener la dinámica y la profundización de la buena gestión participativa.

Los autores enuncian tres condiciones requeridas para activar estos elementos : 

· una voluntad política de acrecentar la participación y la descentralización, 

· la presencia de estructuras institucionales y de mecanismos que asuman el trabajo práctico,

· métodos de trabajo en colaboración y asociación.

De cualquier manera, sigue habiendo cierta distancia entre las intenciones y la práctica, tal como lo demuestran las citas y recompensas concedidas a algunas experiencias, cuya relación con los marcos problemáticos y las metodologías de la buena gestión urbana no es sino parcial y focalizada. Esto puede observarse a propósito del programa “Buenas prácticas y liderazgo local”.

El programa "Buenas prácticas y liderazgo local"

Tres partes colaboran en este programa : el CNUAH (Hábitat), la municipalidad de Dubai y la ONG ENDA, con base en Dakar. Dentro del marco de este programa se ha elaborado una base de datos, que luego ha sido retomada por la base de datos de la Campaña para la buena gestión local, al igual que las normas presentadas anteriormente.

El premio de Dubai para las buenas prácticas recompensa acciones variadas en todos los continentes : el autofinanciamiento de infraestructuras, un programa de capacitación en seguridad pública, derechos humanos y ciudadanía para la policía, una acción de descontaminación implementada como respuesta a una petición de un grupo de alumnos, la democratización de la gestión municipal o la autonomía de las mujeres.

Las consultas urbanas

El método de las consultas urbanas, utilizado especialmente en el PGU, programa de gestión urbana en África y en América Latina y Caribe, apunta a ampliar la concertación y la construcción de un consenso. En este ámbito, las estrategias de integración son esenciales y es recomendable considerar a los pobres en las ciudades como asociados clave y a las cuestiones de género y de pobreza como temas transversales a los distintos objetos de la concertación. (Kebede, 2001).

Hay un punto que merece ser discutido : la insistencia sobre el consenso. Si bien es obviamente necesario llegar a un acuerdo al debatir proyectos cuando las autoridades locales se preocupan por el tema de la ciudad inclusiva, no hay que ignorar el hecho de que la obtención de consenso puede ser larga y pasar por etapas conflictivas que también forman parte de la buena gestión urbana. En efecto, una parte de los habitantes y actores económicos de la ciudad vive a expensas o gracias a la existencia de los pobres y de todos aquéllos y aquéllas que no gozan de sus derechos, y quienes detentan actualmente la riqueza no aceptan todavía la idea, ampliamente difundida, de que la extensión de la pobreza y de la exclusión obstaculiza también el desarrollo de la economía y las ganancias.

El hecho de menoscabar la dimensión conflictiva de la dinámica participativa conlleva el riesgo de impedir que se enfrenten las expectativas reales y de limitar los acuerdos a meros intercambios superficiales. Por el contrario, la experiencia de los presupuestos participativos tiende a demostrar que una política urbana inclusiva no es necesariamente consensual. En realidad, la participación de los pobres en las decisiones presupuestarias puede tener que enfrentarse, en muchos casos, a la oposición de los ricos.

Los presupuestos participativos

Los países de América Latina, y particularmente Brasil, son pioneros en este campo emblemático de la buena gestión participativa. Los actores de esta experiencia innovadora, ahora conocida en todo el mundo, montaron –a través del programa de gestión urbana de América Latina y Caribe (PGU-ALC)- una red de intercambio y reflexión en donde se tratan cuestiones cruciales para profundizar el movimiento iniciado. 

Durante un encuentro de la red en Villa el Salvador (Perú), en el año 2000, el coordinador del PGU-ALC planteó algunos de estos interrogantes : 

· ¿Hasta qué punto es recomendable impulsar la institucionalización del sistema presupuestario participativo, teniendo en cuenta el costo (financiero y humano) de gestión de dicho dispositivo?

· ¿Qué legitimidad tienen las decisiones tomadas por una cantidad de ciudadanos que, en todos los casos, sigue siendo minoritaria en relación con la población comunal ?

· ¿Qué parte del presupuesto municipal es objeto de la concertación ? y ¿cómo analizar el hecho de que una parte más o menos grande – y cuál –  quede fuera de la concertación ?

· ¿Cuáles son las condiciones necesarias para que el sistema de presupuesto participativo pueda funcionar ? 

Estas preguntas, basadas en una práctica consolidada y puesta en red a partir de las comunidades de base, nos hacen volver a la realidad, y contrastan con las proclamas muy voluntaristas de los Programas. 

El orador antes mencionado también señaló la innovación que representan los presupuestos participativos de niños y jóvenes en la mitad de las ciudades de la red. En las asambleas en donde participan niñas y varones, se les pide que elijan tres tipos de proyectos relacionados con su barrio, su ciudad y su región respectivamente, lo cual constituye una manera de reconstruir la identidad de estos jóvenes a partir del barrio, desarrollando al mismo tiempo un sentimiento de pertenencia a otros niveles. (Cabannes, 2000) Este comentario presenta al presupuesto participativo como un vector de integración de los/as excluidos/as, más que como una herramienta técnica de la buena gestión.

2 . ¿Cómo hacer que la ciudad sea inclusiva?

Convertir la ciudad en un espacio realmente compartido implica, más allá de los saludables principios y la multiplicidad de las herramientas, la existencia de arbitrajes políticos cuando hay conflictos de intereses y la implementación de políticas públicas que hagan que dichos arbitrajes sean concretos. La figura de la “ciudad inclusiva”, ¿no es en el fondo una tentativa por recobrar el “derecho a la ciudad” proclamado por Henri Lefebvre ?

2.1. Dar una dimensión política a la buena gestión urbana 

Como ya hemos visto, la buena gestión urbana puede ser puesta al servicio de proyectos políticos muy distintos. No es necesariamente inclusiva pero puede serlo, si se dan algunas condiciones que le infieren una dimensión política, en el sentido de incluir la participación dentro del plano del devenir urbano para todos. Dichas condiciones están particularmente sujetas a : 

· la capacidad de intervención de los habitantes pobres y excluidos,

· la legitimidad de las autoridades locales,

· la articulación entre el Estado y las colectividades,

· la forma en que se concibe la participación de los operadores privados.

Acrecentar las capacidades de intervención populares

Hay ejemplos muy convincentes en este ámbito, que se basan en alianzas entre habitantes de barrios pobres y profesionales que intervienen dentro del marco de su trabajo o por la militancia, pero respetando siempre la modalidad del intercambio de saberes. De esta forma puede evitarse la instrumentación de la participación popular, que siempre presenta el riesgo de una doble manipulación : presentada a menudo como un último recurso contra los excesos del mercado globalizado, se la utiliza en muchas ocasiones para dar mayor credibilidad a la disminución de compromisos por parte del Estado. Sobre este punto, cabe interrogarse sobre la “ingeniería social” que promueven algunas ONGs, con el fin de fabricar artificialmente un consenso en situaciones en donde debería imponerse una aguda comprensión del juego de los actores : sus recursos, sus alianzas, sus redes y sus decisiones. 

Las desviaciones que frenan la participación popular son de varios órdenes. Están vinculadas, por ejemplo, con un desconocimiento de la fuerza de las redes sociales y de las jerarquías existentes, proveniente de una tendencia sistemática a marginalizar a los sectores altos; o bien con la ignorancia del hecho de que la Administración funciona bajo las normas de dichas redes, de esos “neolinajes”, y recurre a la mediación de “personalidades de enlace”, que a menudo están ubicadas en un nivel alto del aparato estatal. 

Casi inevitablemente, la complejidad de las cuestiones técnicas y de las estructuras financieras coloca a las “poblaciones beneficiarias” y a los pequeños operadores locales en una posición de debilidad. En América Latina, el hecho de recurrir con frecuencia al Advocacy Planning reduce el problema, al poner a disposición del eslabón débil (voluntariamente o no) los saberes y conocimientos prácticos adecuados para facilitar la negociación. Así, pues, técnicos, ingenieros e investigadores brindan apoyos puntuales o intervienen durante más tiempo en tareas de capacitación. 

Asentar la legitimidad de las autoridades locales

Habría que evitar el error de considerar que las colectividades locales son instrumentos de implementación de las políticas sectoriales de los planes de ajuste estructural. No representan un “sector” de intervención, sino un marco de intervención para la acción pública. ¿Es el nivel local el que tiene más posibilidades de llevar a cabo semejante emprendimiento, conociendo el peso que tienen los mega-actores privados que operan en el ámbito de los servicios? ¿Es en este nivel en donde es más sencillo implementar el control de la acción pública por parte de las poblaciones? El acuerdo de Cotonu, firmado en 2001 entre los países ACP y la Unión Europea distingue claramente los actores no gubernamentales por un lado y las colectividades locales por otro, pero ¿qué significan estas categorías en las sociedades no occidentales? ¿Pueden estos actores llevar adelante un proyecto de rehabilitación de las estrategias de desarrollo en la fase posterior al ajuste ? 

Estas preguntas invitan a reflexionar sobre la manera en la que, a menudo, las colectividades locales sufren múltiples presiones que obstaculizan la conducción de la buena gestión participativa. Más allá de las expectativas de los habitantes, que ya son bastante diversas y difíciles de conciliar, las autoridades locales a veces se encuentran en oposición política con los partidos que están en el poder, en su región o a nivel nacional. Esto es lo que limitó, por ejemplo, el alcance de la participación que buscaba la municipalidad de Salvador de Bahía, en Brasil, durante el mandato 1993-96 ( Brito Leal Ivo, 1998).

En África, por razones históricas relacionadas con la colonización, la descentralización está menos avanzada que en América Latina. Pero el fortalecimiento político y técnico de las colectividades locales está absolutamente al orden del día. El PDM, Programa de Desarrollo Municipal, se ocupa de ello, mientras que la cumbre Africités de Windhoek, en el año 2000, creó la CADDEL, Conferencia Africana de la Descentralización y el Desarrollo Local. Esta instancia, que reúne a los ministros encargados de la descentralización y a los ministros de Hacienda, se ocupa de hacer avanzar la descentralización, especialmente financiera, y el desarrollo local. Está prevista una primera reunión en el 2002, sobre el tema de la descentralización y el mejoramiento de las condiciones de vida de los habitantes. El texto preparatorio menciona que “el acceso de todos los habitantes a los servicios básicos es una de las condiciones del mejoramiento de las condiciones de vida, complementaria de otros enfoques, particularmente del desarrollo local (…). El acceso de todos los habitantes a los servicios básicos es responsabilidad de la acción pública. En este ámbito, más aún que en otros, la descentralización debe sustentarse con la definición de una nueva repartición de las competencias y los recursos entre las autoridades nacionales y los poderes locales”. 

Este alegato por la descentralización presenta un riesgo : el de concebir desde arriba lo que es conveniente para el nivel local. Pero, si se lo toma al pie de la letra, abarca lo esencial de lo que realmente importa construir para ir hacia ciudades inclusivas : a saber, una articulación dinámica entre lo local y lo nacional.

La necesaria articulación entre el Estado y las colectividades locales

Un excesivo enfoque sobre las bases, dentro de las concepciones de buena gestión urbana, consiste en encerrar la participación popular y la lucha contra la exclusión dentro del nivel local. 

Al criticar los términos de la alternativa "desarrollo urbano o desarrollo sostenible”, Darshini Mahadevia vuelve a introducir los enfoques centrados sobre la participación popular. Propone entonces una gestión para ciudades sostenibles que sean al mismo tiempo ciudades inclusivas, en la India, rompiendo con la concepción dominante del desarrollo urbano que es exclusivamente sectorial. Para ello, la autora señala la necesidad de cambios institucionales y, sobre todo, de cambios en las representaciones que tienen los actores institucionales sobre las responsabilidades a nivel local y nacional. Ataca duramente a las políticas públicas que, por un lado, ignoran la importancia de la participación popular y, por otro lado, alaban las consignas de buena gestión local. Frente a esto, Mahadevia propone una visión de conjunto en donde el Estado, y no solamente las colectividades locales, se vería implicado en la implementación de estrategias de desarrollo urbano sostenible, sustentadas por los programas de reducción de la pobreza y de buena gestión urbana. (Mahadevia, 2001)

Dar un marco a la participación de los operadores privados
Profundas modificaciones afectan a las relaciones entre público y privado, en particular dentro del marco de las privatizaciones y, de manera más general, en las variadas formas de “gubernamentalidades indirectas” que confunden los límites y multiplican los principios de legitimidad. La « buena gestión » predica entonces en favor de la utilización del contrato, pero muchos autores llaman a desconfiar de ello, en razón de las virtudes supuestamente universales de la contractualización. Dadas las inmensas desigualdades entre las partes contratantes, generalmente los contratos terminan sometiendo a los eslabones más débiles de la cadena de decisión. Muchos ayuntamientos, en cortocircuito por la llegada masiva de nuevos actores, pierden el control de lo que se está tramando en lo relativo al fisco local, al acceso a los contratos públicos o a la asignación de grandes inversiones.

Se ha insistido, y con razón, sobre el papel de los servicios públicos locales en el relanzamiento de la economía y sobre la necesaria inscripción de éstos dentro de políticas públicas definidas como compromisos institucionalizados entre actores. La introducción de operadores privados en este terreno, si no está escrupulosamente enmarcada por reglamentos de concesión elaborados y aprobados por los habitantes mismos, tiene un alto riesgo de generar diversos problemas : alza no controlada del costo de los servicios, circuitos paralelos, sistemas mafiosos, etc.

2.2. Relanzar el debate sobre problemas de fondo

Sobre los principios

Los principios (subsidiaridad, proximidad, transparencia) para que prevalezca un reparto negociado de la ciudad  no faltan. Sin embargo, demasiado a menudo están inspirados en imperativos morales, en nombre de los que se comete más de un contrasentido. Así es como se terminan implementando dispositivos de ayuda “en especie”, destinados a frenar las prácticas corruptivas. Este tipo de enfoque proviene de una creencia según la cual la corrupción sería nociva para los pobres.

El principio de los “grupos-blanco” de las políticas de inclusión no presenta únicamente ventajas. Al apuntar mecánicamente hacia una población situada por debajo de una “línea de pobreza”, las otras poblaciones quedan descartadas y se pasa por alto una cuestión esencial : la de la “intensidad de la pobreza”, es decir, de la dispersión de los ingresos de los pobres mismos. Por último, la aplicación de los principios de subsidiaridad y de proximidad, con demasiada frecuencia sirve como pretexto para ordenar a los pobres que desarrollen sus propias capacidades (capabilities).

Sobre los métodos

A propósito del empowerment, la cuestión que se plantea es la de la legitimidad política. Las instituciones internacionales, inspirándose de H. Soto y  A. Sen, responden : hay que « liberar » a la sociedad civil para promover el espíritu de emprendimiento. Con el fin de construir las bases alternativas de legitimidad popular, veremos cómo surgen sucesivamente las nociones de empowerment, de consensus building y de participación. En realidad, no se trata tanto de promover un verdadero ejercicio del poder a través de la definición de opciones colectivas de sociedad, como de facilitar una participación funcional en proyectos que entran dentro de la economía competitiva. En el discurso del Banco Mundial, la noción de participación es inseparable de la de competencia. Se tiende de esta forma hacia un “concepto de managerismo populista”. Otra noción, la de la responsabilización (accountability), aparece con frecuencia en el discurso del Banco, sin que pueda saberse exactamente a quién debería responsabilizarse de qué, mediante qué mecanismos y según qué normas. Dichas nociones, discutibles, constituyen un paquete armado de ideas listas para pensar la implementación de los “proyectos de desarrollo”, grandes y pequeños, que financian las cooperaciones públicas y privadas.

A propósito de los proyectos, la “ lógica de proyecto ” introduce una compleja relación entre políticas públicas y territorios. Fragmenta tanto las aglomeraciones urbanas como los espacios rurales, dividiéndolos en “territorios” efímeros. Gilles Sautter habla de “ordenación concedida, variante espacial del despotismo ilustrado” (Sautter, 1993). Estamos en presencia de una lógica de utilización del suelo que responde a la definición de Pierre Gourou : “enclave de un capital y de un savoir-faire externos”. Dentro de esta “fórmula totalitaria” de ordenación, los “beneficiarios” se ven reducidos a un papel de ejecutantes, pero en realidad juegan a dos puntas, absteniéndose y recuperando el proyecto al mismo tiempo. El espacio del proyecto puede ser el centro de intensas movilizaciones populares cuando se trata, por ejemplo, de obtener la regularización de una ocupación ilegal del suelo, pero en muy contadas ocasiones dicha movilización se mantiene una vez satisfechos los reclamos. Entablado en los años ‘70, el proyecto de regularización  y reestructuración del barrio de Nylon en Douala (Camerún) ilustra un proceso de desposesión con una gran movilización “por la base”, a través de las estructuras estatales y los proveedores de fondos extranjeros. El horizonte cerrado del proyecto no se presta muy bien, en realidad, para aprendizajes de larga duración en los ámbitos sociales e institucionales. Se observa una proliferación normativa generadora de incoherencia y, finalmente, de incertidumbre para los supuestos beneficiarios de las operaciones. Por la misma razón, esta lógica no permite tomar en cuenta, de manera dinámica, algunas cuestiones relacionadas con la gestión de las estructuras y su financiamiento. El área del proyecto también funciona como soporte para estrategias de acceso a recursos externos, tanto más codiciados cuanto menores son las oportunidades locales de acceder a los ingresos.

A propósito de las políticas urbanas que corresponden a la transcripción contingente de modelos de ciudades que proponen una coherencia entre conceptos y valores (Massiah), se observa que la “ciudad orgánica” se deshace porque presenta una incapacidad para hacer coincidir orden social y orden urbano, y ya no sería capaz de preservar los atributos que la definen : la centralidad, la densidad, la calle, el espacio público.

Despojada de su historia en razón de los emprendimientos de “renovación urbana” y, más aún, a causa de la perspectiva posmoderna de “ciudad descartable”, lo que queda de la “ciudad orgánica” ya no conserva una conciencia del pasado. 

La ciudad tiende a ser despojada de su territorio, a causa de una inevitable “archipielización” de su forma y su gestión. Este proceso de desterritorialización se ve reforzado por la generalización de las redes de última generación : el nuevo espacio público se “localizaría”, a partir de ahora, en el foro internet.

Por último, la ciudad tiende a ser instrumentalizada, en tanto apéndice temporario de una máquina económica global. Cabe señalar, sin embargo, que ni siquiera las global cities, que supuestamente están al mando de dicha máquina, logran articularse al sistema-mundo de manera puramente funcional. Una articulación de este tipo es, en realidad, generadora de conflictos y factor de cambio. 

La nueva figura de ciudad tomaría elementos del modelo norteamericano de la “ciudad emergente” definida a partir de dos criterios : la dispersión urbana y la secesión urbana.

La dispersión urbana (urban sprawl) ha sido ampliamente financiada por los poderes públicos en los países industrializados, antes de verse facilitada por las nuevas tecnologías de la información y la comunicación. Las dinámicas económicas contemporáneas aceleran este proceso de “exurbanización”, pero éste sigue teniendo un alto costo para la comunidad. Al reforzar el espacio doméstico, disminuye la influencia de un espacio público en donde deberían regularse los antagonismos. Asimismo, destruye la coherencia espacial de la metrópolis, abandonando territorios antiguamente urbanizados.

La “secesión urbana” se define como “la voluntad de apartarse del resto de la ciudad y de la sociedad”. Se manifiesta a través de un urbanismo por afinidades, cuya forma más acabada es el “barrio cerrado” (gated community), dentro del cual tiene lugar la búsqueda de una democracia local, completamente separada de la entidad municipal de pertenencia.

Aun si la occidentalización del mundo está bien avanzada, las ciudades del Tercer mundo pueden inventar su modo político de regulación. Las translaciones que se operan desde el nivel estatal hacia el nivel local contribuyen, sin duda alguna, al abrir el juego, a lo que púdicamente se ha dado en llamar la “descompresión autoritaria”. 

En el fondo, las tendencias actuales consistirían en una navegación aproximativa entre la herencia colonial y poscolonial de gestión centralizada y las limitaciones del ajuste. El tema de las relaciones entre ajuste y “desarrollo local”, que no se reduce simplemente a estos aspectos políticos, aparece finalmente como la cuestión esencial. 

Sobre la articulación entre mercado, democracia y territorio

La unificación de las asociaciones internacionales de ciudades, que acaba de realizarse en Río de Janeiro, oculta en realidad debates ideológicos profundos. Dicho acto, realizado en el Sur por organizaciones piloteadas desde el Norte demuestra que, si bien el corte Norte-Sur ya no corresponde a realidades objetivas, sigue marcando firmemente la estructuración de la organización del mundo. El debate desarrollado en Río de Janeiro abordó algunas “problemáticas en común”, entre ellas la de la articulación entre mercado, democracia y territorio. 

¿Qué poder(es) radica(n) actualmente en la ciudad? Hablando de las ciudades, ¿cabe hablar de “territorios de identidad”, cuando la coexistencia en un lugar se está tornando factor de alteridad? Dichos territorios están confrontados, de manera casi automática, a la globalización: ajuste estructural, manejo de la deuda, privatizaciones, etc. 

¿Cabe imaginar que ellos sean el marco de una articulación entre democracia y mercado cuando, a todos los niveles, la presión externa lleva, por ejemplo, a los países africanos a “poner el carro delante de las mulas”? Se descentraliza antes de consolidar el Estado; se preconiza la intercomunalidad antes de haber construido la realidad comunal. De manera más general, se pretende mantener el equilibrio de un sistema de regulación, cuando en realidad se trata de crearlo, es decir, de inventar en forma colectiva un marco de gestión y reglas de juego. La acumulación de estos procesos paradójicos genera mutaciones brutales y profundas, que afectan tanto a la forma como al sentido mismo de las ciudades. Detrás de las prácticas heteróclitas y las estrategias caóticas se perfilan, tal vez, modos de gestión del espacio comunal totalmente inéditos. Apostemos a que las experiencias de recomposición territorial implementadas sepan abrir caminos originales, tanto en términos de desarrollo económico como de progreso de la democracia.

Sobre las finalidades de la buena gestión participativa

Algunos investigadores, que asocian lucha contra la pobreza con lucha contra las desigualdades, insisten sobre la noción de elecciones colectivas y proponen rehabilitar las políticas públicas, definidas como compromisos institucionalizados entre los actores, con vistas a aplicar estrategias reales de desarrollo. « Políticas de lucha contra la pobreza y las desigualdades no significa solamente políticas sociales que se preocupen por la educación, la salud, la promoción de las mujeres, etc., ni utopías igualitarias, sino políticas negociadas, de “reparto”, de redistribución de los recursos y frutos del crecimiento ». (Lévy, 2001). En consecuencia, es importante identificar los grupos sociales capaces de promover un verdadero proyecto de redistribución y, en el arduo ejercicio de reequilibrar el poder político, convencerse de que la idea de la democracia es más la idea de la diferencia que la del consenso. Toda estrategia de desarrollo se inscribe dentro de “un juego más abierto, que no excluye (...) ni la realidad de los conflictos, ni el papel de las luchas sociales, ni el del Estado”. (Lévy, op.cit. pág. 8)

conclusiÓn

La ciudad inclusiva todavía no existe, pero el hecho de que las campañas que se hacen en su nombre vengan anunciándola puede resultar en efectos reales, siempre y cuando se cumplan ciertas condiciones que hemos intentado enunciar en este informe. 

Así, pues, la calidad de “inclusividad” está principalmente sujeta a una voluntad de cambio social tendiente a una redistribución más equitativa. La inclusividad implica abandonar algunos privilegios, y se basa en la construcción de nuevos caminos, que partan desde los sitios de la exclusión y sean desarrollados por organizaciones no gubernamentales en red, en alternancia con los Estados y apoyadas por las organizaciones internacionales.

Sobre los diferentes temas abordados en las páginas precedentes, las perspectivas para la ciudad inclusiva pueden resumirse de la siguiente forma : 

En el ámbito económico y financiero, el crecimiento macroeconómico es altamente deseable, pero a escala local se trata fundamentalmente de acompañar la iniciativa económica, tanto formal como informal, y de movilizar todo tipo de competencias para dinamizar el desarrollo local. De esta manera, por ejemplo, las actividades informales de los barrios pobres pueden encontrar salidas y quienes las realizan pueden acceder a una calificación y a un ingreso digno. Los sistemas de microcrédito sirven para paliar la insuficiencia del sistema bancario en relación con estos grupos, pero las operaciones microfinancieras necesitan un apoyo para poder mantenerse en el tiempo. Los objetivos de redistribución requieren un mejoramiento de las finanzas locales a partir de los recursos fiscales y un debate democrático en lo que respecta a su distribución. Se puede, asimismo, movilizar otros recursos, en particular a través de la cooperación descentralizada y la acción de las ONGs. 

En lo referente al equipamiento de los barrios pobres y su servicio de comunicación, la movilización de grupos de habitantes da resultados interesantes pero puntuales. Para que sus acciones sean sostenibles, es necesario que haya estrategias de alianzas y cooperación a varios niveles institucionales. Las ONGs pueden jugar un papel importante como intermediarias entre las iniciativas locales y los programas internacionales. De esta manera, no sólo posibilitan el drenaje de financiamientos para experiencias particulares, sino que contribuyen por un lado a consolidar, y por otro a extender la proyección de dichas experiencias. Las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación, masivamente ausentes en los barrios precarios y las casas pobres, avanzan sin embargo en forma progresiva y criteriosa en la circulación de la información horizontal entre comunidades activas, transformándose así en herramientas de movilización contra la exclusión y de consolidación de los vínculos entre grupos populares de innovación.

La vivienda, piedra angular de la integración, sigue siendo un bien inaccesible para una gran parte de la humanidad. El suceso más importante de la Conferencia de Estambul (Hábitat II, 1996) fue el reconocimiento del derecho a la vivienda como derecho fundamental de la persona humana. Pero, del reconocimiento a la aplicación el camino es largo y está sembrado de dificultades, a causa de la especulación inmobiliaria y la debilidad de las políticas nacionales en materia de vivienda. Investigadores y ONGs proponen herramientas de información y gestión inmobiliaria adaptadas y diversificadas, apoyando iniciativas populares en el tema. Las políticas públicas son las encargadas de integrarlas y desarrollarlas. Pero esto implica sacar el tema de la vivienda de los pobres del ámbito de la caridad y la acción humanitaria e inscribirlo plenamente dentro de las políticas de vivienda. Hay cambios que se imponen, entonces, para modificar las condiciones financieras e institucionales del acceso a la vivienda y de la producción del marco de vida. Las redes internacionales de habitantes contribuyen con esto.

La buena gestión urbana, más allá de las discusiones sobre el sentido del término, puede unir los distintos ejes temáticos propuestos para que la ciudad sea más inclusiva. Lo entenderíamos entonces, a nivel local, nacional e internacional, como la idea y la práctica del reconocimiento del lugar de los/as excluidos/as en el debate sobre los derechos y las opciones a elegir. Expresado en otros términos, la buena gestión urbana para la ciudad inclusiva es un modo de gobierno que opera una inversión de tendencia. Los sistemas implementados hasta ahora funcionan sobre la exclusión de los pobres, de los migrantes, de las mujeres en algunos países y de las minorías en general. La reintegración de estos grupos a sus derechos y al debate político (en el sentido de las opciones a elegir dentro de la gestión urbana y para el devenir de la ciudad) no podrá llevarse a cabo si no se cuestionan algunos privilegios. La buena gestión urbana propone entonces un nuevo modo participativo, que no excluirá el conflicto y en donde habrá que construir nuevas alianzas. 

Como síntesis de los distintos temas tratados en el informe, la discusión sobre el papel de la ciudad inclusiva en la lucha contra la pobreza urbana puede organizarse alrededor de tres temas : combatir los mecanismos de exclusión, fortalecer los mecanismos de integración, tomar la defensa de los derechos como punto central de las políticas urbanas.

1 . Combatir los mecanismos de exclusión

La exclusión, tal como se ha dicho en la introducción, es un hecho social global. Es necesario entonces combatirla en primer lugar en el plano de las estructuras y los valores sociales. Los trabajos de investigación y su difusión son útiles para que los fundamentos de las manifestaciones de la exclusión y la necesidad del cambio social puedan ser entendidos ampliamente.

Para ser más concretos, las políticas urbanas de inclusión deberían abarcar la totalidad de los mecanismos generadores de exclusión, estableciendo al mismo tiempo prioridades y etapas. Lo importante no radica tanto en mostrar que hay buenas intenciones, sino en implementar estrategias que vayan a lo esencial y se adapten a las situaciones particulares de las ciudades.

Los sistemas económicos son generadores de exclusión, a causa de la flexibilidad, de la precarización y del subdesarrollo. También intervienen otros factores como la especulación inmobiliaria, la xenofobia, el racismo y las discriminaciones de las mujeres, de los pueblos indígenas y de los otros grupos vulnerables.

Algunos principios y métodos son básicos para desmontar dichos mecanismos e implementar estrategias de cambio social destinadas a revertir la presión hacia la desigualdad. Se trata, por ejemplo, de :

· el reconocimiento de la multiculturalidad como hecho social y de progreso,

· la capacitación del personal municipal para lograr la aceptación de la diversidad social, étnica y religiosa, 

· la educación cívica y la enseñanza de historia a los niños,

· medidas correctivas y medidas represivas contra las discriminaciones recurrentes,

· la difusión de una información lo suficientemente clara y amplia como para que la participación de los habitantes en las tomas de decisiones y la buena gestión urbana no sean palabras vanas.

2 . Fortalecer las contratendencias inclusivas

En el período actual es importante que las acciones por la inclusión, que van a contracorriente de las tendencias dominantes, sean apoyadas y no permanezcan aisladas. El ejemplo del presupuesto participativo de Porto Alegre, que es una de las experiencias más logradas en este terreno a escala de una gran ciudad, muestra claramente de qué manera la difusión de esta idea y de esta práctica se encuentra con una exigencia de democracia latente en todo el mundo; muestra también de qué forma el intercambio que se produce alrededor de esta experiencia crea una fertilización cruzada con otras ciudades.

Las contratendencias inclusivas siguen dos modalidades principales, según partan de lo local o de lo global.

Las experiencias locales tienen un muy buen conocimiento de las situaciones concretas de pobreza, desigualdad, opresión económica, étnica, social o de género, y mucho pueden aportar en materia de acción de proximidad. El objetivo de fortalecer este tipo de acciones plantea el tema de la cooperación entre distintas capas sociales y profesionales, y esto no se improvisa. Es necesario construir modalidades de trabajo en común, basadas en las expectativas y enfoques de los grupos vulnerables.

El riesgo principal para estas experiencias es el de replegarse sobre el grupo, el barrio o la comunidad, y ya se sabe que el aislamiento y la falta de perspectivas y vínculos con el exterior pueden llevarlas a ahogarse, e incluso a extinguirse. De esto se deduce la importancia de construir y extender las redes, tal como pudo constatarse desde que se popularizó la experiencia de los presupuestos participativos en Brasil : un primer encuentro mundial tuvo lugar en Porto Alegre en el 2000, luego hubo repercusiones en muchos países y, en el 2001, se realizará el Foro Social Mundial, nuevamente en Porto Alegre.

Existen por otra parte campañas globales. Las ventajas que presentan radican en la repercusión que pueden dar a las acciones y en el apoyo técnico y financiero de las organizaciones internacionales a los proyectos locales. Pero estas campañas no constituyen políticas (policies) y no cubren el déficit de políticas públicas.

Es necesario que las campañas y programas se inscriban dentro de políticas que articulen el desarrollo y la lucha contra la pobreza con la descentralización y la regulación estatal, ya que sólo pueden tener efectos duraderos si cuentan con el apoyo, y hasta el impulso, de políticas públicas decididas y construidas dentro del marco de Estados capaces de “transformar en decisiones políticas, es decir en primer lugar en propuestas, los logros locales en materia de lucha contra la pobreza y las desigualdades." (GRET-IRD, 2000)

3 . Tomar el respeto de los derechos como punto central de las políticas urbanas

La puesta en convergencia del combate contra la exclusión y del refuerzo de las prácticas inclusivas requiere políticas urbanas, económicas y sociales articuladas en estrategias integradas de lucha contra la pobreza urbana.

Un punto importante es el de la afirmación de los derechos y su inclusión dentro de las políticas urbanas. (Massiah, 1996). Los trabajos preparatorios para las conferencias de Hábitat II en Estambul (1996) y Estambul + 5 en Nueva York (2001), así como algunas disposiciones tomadas en el lapso de tiempo transcurrido entre las dos conferencias, permiten augurar políticas urbanas que integren, por ejemplo, el objetivo del derecho a la vivienda y del derecho a la ciudad. 

Pero está claro que la afirmación de los derechos no basta para que sean efectivamente respetados o implementados. Para ello, es importante que los reclamos de reconocimiento de los derechos ocupen un primer plano dentro de los proyectos populares, de tal forma que dichos proyectos cobren valor de ejemplo y sean referencias sobre las cuales apoyar otras acciones de erradicación de la pobreza urbana. El debate sobre la legitimidad del respeto de los derechos tuvo lugar en la cumbre de Estambul. Desde entonces, el debate progresó hacia la cuestión de las políticas a implementar y, en la actualidad, la discusión trata especialmente sobre la alternativa entre una posición minimalista, fundada sobre medidas compensatorias de la desigualdad frente a los derechos, y una posición más radical, que pide regulaciones nacionales e internacionales para garantizar la igualdad de acceso a los derechos.
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Dos encuestas realizadas en 1993-1994 en Yaoundé y en 1995 en  Antananarivo con el apoyo de los servicios técnicos estadísticos nacionales revelan que el mercado de trabajo urbano se ha visto particularmente afectado por la crisis económica. En Yaoundé, la tasa de desempleo alcanza entonces cerca del 25% en 1993. En Antananarivo, si el desempleo stricto sensu es relativemente bajo (6% de los activos), la tasa de subempleo (60% de la población activa) y la parte de los inactivos que han renunciado a buscar una ocupación (30%) debido a la falta de perspectivas, atestiguan las dificultades de la Gran Isla. Son los jóvenes quienes pagan el más pesado  tributo a la crisis: en Yaoundé, 40% de ellos están sin empleo, y 12% en  Antananarivo. A la inversa de lo que se observa en los países desarrollados, el diploma no es más una garantía para conseguir un trabajo y, tanto en Yaoundé como en Antananarivo, la tasa de desempleo tiende incluso a aumentar con el nivel de escolarización:  en la capital camerunesa, la misma se eleva asíí a más de 30% entre los activos que han efectuado estudios superiores,, contra 6% entre aquellos que nunca fueron escolarizados. Fuente: DIAL Ficha científica IRD n°12.





En 1999, Antananarivo contaba 1,15 millones de habitantes�. La población activa alcanzaba a 475.000,  de los cuales 266.000 trabajaban en el sector informal (o sea el 56% del total activos). La mitad de estos empleos son de auto-empleo. 





En 1998, la tendencia al crecimiento del sector informal en el conjunto del mercado de trabajo urbano de Antananarivo se agotó: el sector formal se convirtió de nuevo en el principal creador neto de empleos (incluso si el contexto tiende más bien al estancamiento del volumen total de empleos),  mientras los 5000 empleos creados por el sector formal� corresponden grosso modo a la desaparición de 5000 empleos en el sector informal. Parece operarse una tendencia a la reformalización del mercado de trabajo, en correspondencia con un lento mejoramiento de la situación general de la economía malgache.  Pero los autores citados nos indican que los más pobres no parecen beneficiarse de este mejoramiento: el sub-empleo se mantiene prácticamente constante en todo el período,  pasando de 81% a 79%,  y la inserción en el mercado de trabajo formal sigue siendo muy difícil. Según MADIO, la porción del empleo informal pasa incluso del 75% al 79% en 1990 entre los activos más pobres. Es interesante constatar que la reactivación general de la economía baja la tasa de actividad, lo cual significa que los más jóvenes� y las mujeres están menos presentes en el mercado de trabajo. Del mismo modo, los de edad más avanzada pueden entrever la posibilidad de retirarse del mercado de trabajo. En lo que respecta a la pobreza, por otra parte se constata que la reactivación económica produce efectos sobre el nivel de pobreza en la capital malgache: en términos de la cantidad de individuos que alcanza y desde el punto de vista del nivel de ingresos, de 1995 a 1999 la incidencia de la pobreza pasa de 39% a 27%. Desde el punto de vista metodológico, los autores afirman que cualquiera sea el umbral de pobreza considerado, los resultados atestiguan un retroceso del porcentaje de pobreza, pero no es menos cierto que aún así los más pobres no se liberan por ello de su situación. Esto conduce a interrogarse sobre la evolución conjunta del PIB y del nivel de las desigualdades en materia de ingresos. Los autores señalan que « los efectos del crecimiento económico de los últimos años (han) sido más favorables a las personas que se sitúan en lo alto de la  jerarquía salarial ». Además,  « este resultado deja ver claramente la desigual distribución de los frutos del crecimiento, aunque todos los grupos de hogares se hayan visto beneficiados ». Como lo señalan los autores en conclusión, la reactivación económica debe acompañarse de políticas específicas en favor de los sectores de población más pobres que no participan verdaderamente del mejoramiento observado entre 1995 y 1999. 








Un estudio de impacto ha mostrado la pertinencia del montaje financiero propuesto por el PASI y su efecto positivo sobre el aumento del volumen de actividad de las micro-empresas.  


Cabe observar que este tipo de dispositivo parece no considerar las condiciones macro-económicas como determinantes de la dinámica de la demanda. Operando en términos micro-económicos y sólo del lado de la oferta, ellas no hacen más que repetir -por cierto, afinando y retrabajando considerablemente su eficacia- los dispositivos lanzados hacia las PME desde hace más de un cuarto de siglo. Estos dispositivos parecen postular que la oferta crea su propia demanda mientras que en realidad la demanda global por producto se ve limitada por el contexto macro-económico; de allí resulta una situación paradojal: trabajar en la promoción de PME a través del mejoramiento de su productividad y de su porción de mercado (volumen de actividad) puede traducirse en una reducción del número de empresas susceptibles de intervenir en dicho mercado.


Pero más allá de la dinámica de las firmas, esta experiencia parece haber ampliado el campo de competencias de las ONG en materia de seguimiento y de implicación por su parte en el medio de las empresas, pasando de lógicas sociales  con frecuencia subvencionadas a lógicas de rentabilidad y de retorno.





El comité de crédito (integrado por los responsables del Programa y los representantes de las ONG) selecciona los proyectos y acuerda préstamos entre 30.000 y 3 millones de francos CFA. Las condiciones de garantía son las clásicas: uno o dos garantes o una garantía prendaria. Pero a partir de la obtención del préstamo se requiere al promotor que constituya obligatoriamente un ahorro administrado por la ONG y remunerado a la tasa del mercado, parte del cual es bloqueado y utilizado en caso de no devolución. La otra parte servirá eventualmente para hacer frente a necesidades sociales (funerales, casamientos, enfermedades, etc.) que a menudo obstaculizan la marcha de las empresas.


Teniendo en cuenta la rentabilidad de las micro-empresas, las tasas oscilan entre el 18% para la actividad artesanal y las actividades de transformación y el 20% para el comercio, la distribución y los servicios*. Estos préstamos apuntan a la creación (30% de la cartera) y la extensión (70%) de las empresas. La paridad hombre/mujer caracteriza la distribution de estos préstamos. La devolución se efectúa en 24 meses como máximo. El acompañamiento por parte de un agente de la ONG permite reducir los riesgos de fracaso y de no devolución (apoyo a la gestión, la previsión, la rentabilidad). La perennización del dispositivo se adquiere si la tasa de retorno es igual o superior al 90%. 





* Las tasas usurarias son a menudo superiores a 100%








Este sistema está basado en un seguimiento socio-económico de la actividad, fundado en una confianza mutua, la responsabilidad, la participación, pero también la innovación social y económica.


 La Grameen Bank abarcaba en 1997 a más de dos millones de personas en Bangladesh y había otorgado en total 2,1 mil millones de dólares. En América Latina, el  Banco Solidario de Bolivia alcanzó un logro similar y en Africa, iniciativas interesantes fueron adoptadas en este sentido.








El modelo de referencia es del tipo Grameen Bank: es un sistema de movilización de ahorro desarrollado desde 1976 por Muhammad Yunus, Profesor de la Universidad en Chittagong University (Bangladesh), en particular para el medio rural con el objetivo de promoción, a través de un montaje financiero específico. Pueden ser mencionados cinco  objectivos: 


-	promover el auto-empleo a nivel de los medios pobres,


-	supprimir los intermediarios,


-	hacer ingresar al mercado de trabajo productivo a una población en busca de un empleo, 


-	proponer a los grupos de bajos ingresos una organización que apunta a articular objetivos económicos e inserción social, 


-	establecer un puente entre ingresos de subsistencia extrema y generación de ingresos susceptibles de crecimiento.  








En Francia, un movimiento social a fines de los años 90, reveló un retraso neto en materia de equipamiento escolar en el departamento de La Seine Saint Denis, donde se concentran las familias de bajos ingresos, entre las cuales muchas son inmigrantes. Tradicionalmente, los barrios donde vive una población más afortunada tienen mejores equipamientos en comparación con los barrios más pobres, meramente porque sus poblaciones saben mejor defender sus derechos acerca de las autoridades locales que la población más pobre. Los colegios de los barrios de alto copete gozan de una representación de los padres más activa. El sistema actual muestra así una tendencia a favorecer a los más ricos, lo que la descentralización no ha conseguido limitar.





El trabajo gratis disponible en este programa es completado por un sistema de cotización en un fondo comunitario para el saneamiento de los barrios pobres, que permite una redistribución de los montos colectados en beneficio de los barrios involucrados en el programa de mejoramiento. El pre-financiamiento, por el fondo de operaciones de saneamiento, se paga con las cotizaciones. Además, el fondo abarca las contribuciones de otros socios del programa, en los distintos niveles nacionales e internacionales. Sus recursos se utilizan exclusivamente para el saneamiento de barrios pobres. Las 3/4 partes de los gastos se destinan al saneamiento de las aguas usadas, o sea a la compra de tubos, y al financiamiento de su implementación. El resto se dedica por mitad a la gestión del fondo y por mitad a la inversión intelectual sobre la metodología y la formación.








Se trata de un programa de colecta directa de basura iniciado por ENDA. Son los habitantes y no los trabajadores quienes hacen la colecta, manejando carretas y con una remuneración baja. Al mismo tiempo, debido a la construcción de alcantarillados de pequeño diámetro por habitantes dirigidos por artesanos o pequeñas empresas, se fomentó un tratamiento de las aguas usadas por lagunaje. El entorno del barrio se mejora meramente. Las tareas de pre-colecta realizadas por las mujeres no se pagan, mientras que las obras más importantes ejecutadas por los hombres lo son. No obstante, para las mujeres, se trata de un mejoramiento  importante de su entorno y sobretodo de un sentido dado al trabajo de pre-colecta de las basuras que efectúan de todas formas, y que, en este caso, tiene mejor trato. Por eso, son las más atentas en la continuación del programa.











Un estudio de la cooperación canadiense en Costa de Marfil muestra los problemas que provoca la evaluación de las necesidades de los habitantes. Todos los miembros de la comunidad no tienen las mismas prioridades. Las mujeres prefieren que se mejore el acceso al agua y la gestión de los residuos y que se alivien así sus tareas cotidianos, mientras que los hombres señalan la necesidad de un abastecimiento en electricidad que permitirá escuchar mejor la radio, incluso mirar la televisión. La mitad de los habitantes están dispuestos a contribuir en la obtención de esos servicios, pero no según el nivel definido actualmente por el contrato entre el municipio y la sociedad ejecutora. 





Un comité de gestión más limitado, también nombrado, se encarga de la cooperación. Se han previsto jornadas mensuales de salubridad para proceder a una evaluación con el conjunto de la población. Un debate público permitió determinar el precio del agua. Los representantes de los habitantes seleccionaron también a los pocos  técnicos necesarios para el funcionamiento de la red, y la decisión fue aporbada por los prestamistas. Los repartidores de agua son en mayoría repartidoras que recibieron una capacitación para su nueva actividad





En la región de Kayes en Malí, se han realizado pozos particulares gracias a la movilización financiera de los emigrantes. Luego, una operación de abastecimiento de agua juntando a la vez a los Estados de Francia y de Malí, organizaciones no gubernamentales y una estructura comercial, han proporcionado a los habitantes un abastecimiento de agua de calidad constante. El conjunto de la población de la pequeña ciudad de Tringua, donde se llevó a cabo esa experiencia, nombró delegados de juntas de usuarios, encargados de cuidar de las fuentes. 





El presupuesto participativo de Porto Alegre





Los delegados de cada barrios en el foro del presupuesto participativo son nombrados por un grupo de diez personas, habitantes de una calle o miembros de una asociación de padres de alumnos de una escuela o miembros de otra asociación o de cualquier otro tipo de asociación voluntaria. Los delegados de base nombran a dos delegados del barrio que les representarán en el parlamento del presupuesto participativo con los delegados de los otros quinze barrios, y con delegados de las diferentes comisiones de trabajos, temáticas, que preparan el presupuesto participativo. Dichos delegados de barrios son nombrados sobre un programa de obras, considerado como prioritario por el foro del barrio. El barrio está al tanto de las deliberaciones a través de los grupos de « inter-conocimiento- de los cuales resultan.


Al nivel de la ciudad, se elabora colectivamente un cuadro de cotizaciones de los proyectos de ordenación con el consejo de las comisiones temáticas y de los delegados del conjunto de los barrios.  Bajo la implusión del municipio, el cuadro privilegió las necesidades más apremiantes. Se clasifican los proyectos de los barrios según el cuadro. Algunos resultan financiables, otros no, y los delegados deberán dar cuenta a su base de los debates y explicarle las razones de las decisiones. 





Con esos contatos que realizan pequeños equipamientos apoyados por la Agencia, las comunidades pueden guardar el beneficio del contrato, en cuya concepción han contribuido con la agencia y cuyo trabajo material han realizado. Así mismo, la producción organizada de pequeñas infraestructuras puede desembocar en una acumulación débil y un desarrollo seguido.


Los comités locales de habitantes o las organizaciones no gubernamentales identifican las necesidades, Puede que para ejecutar el trabajo, la Agencia contrate al comité de otro barrio que no sea el que expresa la necesidad, cuando el comité del barrio involucrado no es capaz de cumplir con el contrato. Algunos barrios han sido muy competentes y realizaron una decena de contratos, mientras otros se conformaron con uno u dos. Los materiales, los instrumentos y el primer egreso para entablar el trabajo son otorgados por la Agencia y generalmente los comités aportan un complemento en especie y/o en dinero. Las sobras, los materiales residuales, los productos provenientes del funcionamiento de los equipamientos, siguen siendo suyos. 


Este método sirvió en el 30 % de los casos para construir latrinas, en el 24 % para el abastecimeinto de agua y en el 19 % de los casos para contruir un centro comunitario.  




















La oferta de vivienda no absorbió la ola migratoria de los años 90 en Italia y el país contaba con millares de sin techo. Una cooperativa Coralli se creó en Padova con el apoyo de Unione Inquilini y de Habitat International Coalition para la construcción de un edificio y de 18 viviendas . El financiamiento ha sido garantizado en  un 40 % por los cooperantes (provenientes de 12 países repartidos en 4 continentes), en un 30 % por una subvención del Estado y  el 30 % que queda  por un préstamo del Estado con un diferido de amortizacide trente años


 Los miembros pagan su alquiler inversamente proporcional a su aporte. Consiguen asi un derecho de uso permanente y transmisible, después de ser asociado en el conjunto del proceso de concepción y de producción de vivienda. Así la cooperativa ofrece una tercera via solidaria entre lo privado y lo público.





En Dakar, las zonas de «extensión espontáneas» desde Pikine hasta Thioraya, globalmente tienen todas el mismo perfil. Generalmente, carecen de electricidad. El acceso al agua potable se compra en las fuentes, o se da por venta individual en las conexiones.








Los transportes, fuera de la vecindad siguen siendo demasiado caros y reducen cualquier posibilidad de movilidad. Particularmente el entorno sanitario y urbano está deteriorado, los pozos a menudo están contaminados. Las enfermededas infecciosas afectan esencialmente a los niños, más aun cuando las densidades de población son importantes, y el paludismo es frecuente. 





Esos barrios se caranterizan por la precariedad del hábitat, por la imposibilidad para los habitantes de construir recorridos residenciales en las ciudades y sobre todo por la inseguridad de la tenencia. Los ocupantes, al no tener derechos oficiales sobre la tierra, viven bajo la amenaza permanente de un desplazamiento, por parte de los poderes públicos.





Ese programa tenía un enfoque integrado y « territorializado », apuntando a un desarrollo sustentable. El método consitía en considerar las expectativas y las situaciones de los individuos como de sus comunidades. La estrategía incluía involucrar autoridades locales y representantes de la sociedad civil en la definición de prioridades y en la construcción de respuestas.





El programa, en un primer tiempo, constó con la construcción de 520 casas y luego de 400 otras. Sus otras componentes han sido :


el fomento de la sociedad civil


la información y el consejo jurídico


el desarrollo económico


la reparación de equipamientos sociales y de infraestructuras.





Generalmente menores de 15 años, las criadas se juntan al llegar   Dakar : comparten habitación, y se reparten las tareas domésticas. Sus condiciones de vida son, como para todos los habitantes de los barrios iregulares, con muy poco confort ya que ni siquiera disponen de un equipamiento básico mínimo. Esas chicas jóvenes entendieron que tan sólo el juntarse les permitiría resolver dificultades individuales, en un marco colectivo,  vinculadas a su condición de criada, e incluso más alla todavía para alguna chica, les permitiría cambiar su destino. Involucrarse en un grupo de criadas apoyadas por una organización no gubernamental es una obligación social y económica y constituye la primera etapa para conseguir una socialización mínima, una alfabetización. Las criadas escotan en una caja de solidaridad que financia proyectos individuales, aporta ayudas puntuales cuando hay dificultades materiales. El aprendizaje del cálculo, de la gestión de gastos corrientes, la disciplina de la agrupación, son espacios en los cuales se construye una identidad colectiva, basada sobre una visión solidaria (la confianza colectiva y la defensa de sus derechos) y que permite implementar un proyecto comunitario. 





Entre los factores que limitan el impacto de las intervenciones públicas en los tugurios en Marruecos, Françoise Navez-Bouchanine, señala el modo de elaboración de dichas intervenciones « desde arriba » en beneficio de « abajo ». La identificación de los problemas por las administraciones centrales no toma en cuenta las prácticas de las familias a quienes no asocían en la elaboración de las soluciones de re-ubicación. Ese enfoque, centralista, tiene ciertas consecuencias negativas. Resalta en particular una tendencia a la implementación de soluciones pensadas en otros contextos, cuya apropriación por las poblaciones involucradas resulta difícil, incluso imposible. Dichas soluciones son generalment impuestas y no son respectadas. Esas soluciones, impuestas, son a menudo objeto de prácticas de contorno.


. 





También se observa, en las ciudades pequeñas, una tendencia a la imposición de normas estandarizadas, generalmente copiadas sobre las de las grandes ciudades más ricas, pero que no se adaptan con las necesidades de los barrios pobres.


Otros efectos limitantes son : la falta de un sistema de crédit adecuado, de acompañamiento socio-éconómico de las acciones, y tambien la ubicación generalmente lejana de los nuevos barrios.





 Esa situación compromete la búsquedad de soluciones que se basan en el « savoir-faire » de las poblaciones y en las prácticas populares. Lo cual lleva a desvalorar los « instrumentos locales » que podrían a menudo resultar adaptarse mejor para la lucha contra la exclusión y ahorarse complejas negociaciones a posteriori 








San Salvador (El Salvador) : rehabilitar el patrimonio histórico sín excluir a sus habitantes


Enseñanzas y perspectivas : el hecho de integrar las opiniones de los actores urbanos del centro histórico permitió ratificar las propuestas técnico-sociales formuladas para el centro urbano, aprobar la gestión del municipio de la capital e incentivar un compromiso ciudadano importante…Para la continuidad del proceso, es necesario conseguir financiamientos.





Córdoba( Argentina): concertación local para oponerse a la exclusión de los grupos más vulnerables.


El balance señala en particular la experiencia de gestión y de concepción de políticas sociales destinadas a luchar contra la pobreza urbana, el cambio de perspectiva y de escala que abarca a la ciudad entera, la toma de decisiones consensuales y la consolidación de las relaciones interpersonales y entre los grupos a partir del trabajo común.





El programa de autonomía de las mujeres  llevado a cabo en el sudoeste de Nepal es uno de los que recibió el premio de Dubai en el año 2000. Involucra a más de 100 000 mujeres e incluye alfabetización, ayuda para la creación y gestión de actividades económicas y un sistema de microcrédito que alcanzó una escala nacional gracias a las asociaciones de mujeres. Dicho programa ha permitido que las mujeres conozcan sus derechos y se posicionen para el cambio social.





Confrontadas a déficits crónicos, las administraciones municipales instauradas en África un poco antes de las independencias en 1960 fueron reemplazadas por empresas públicas nacionales, que se preocupaban sobre todo por hacer funcionar la red moderna de aprovisionamiento. De ahora en adelante, esta tarea ha sido delegada a operadores privados de rango internacional, poco interesados por los sectores urbanos no rentables. Dichos operadores imponen reglas de juego que puedan garantizarles un retorno de las inversiones. En esta etapa, no tienen por interlocutor más que al Estado, considerando que la legitimidad de las autoridades locales no está bien asentada. Existe por lo tanto una paradoja entre las políticas nacionales del agua y las políticas de descentralización. Los usuarios de los barrios desfavorecidos responden a la inconsistencia del servicio brindado a través de estrategias compensatorias. Abren así las puertas a un pequeño empresariado local de base familiar y clientelista, que se muestra particularmente hábil para ocupar, generalmente por fuera de todo tipo de control público, las áreas abandonadas por las grandes sociedades privadas y para captar los recursos de la ayuda internacional destinados a la “lucha contra la pobreza”.








La situación de Costa de Marfil es muy interesante desde este punto de vista. El « modelo marfileño », antiguamente ejemplar dentro del África subsahariana, está en crisis : pauperización de las clases medias e inferiores, bloqueo de la movilidad social agregado a un cuestionamiento de la legitimidad del Estado, reivindicación democrática, etc. Desde hace más de una década, esta crisis es contemporánea de un emprendimiento de descentralización único en su especie. A fin de cuentas, dicho emprendimiento ha fracasado en lo que respecta a la recomposición del paisaje económico y social, sin lograr sustituir una determinada forma de regulación económica y social. 











� Pequeña y Mediana Empresa-Pequeña y Mediana Industria. (NdT).


� Entre el enfoque de la « micro-finanza » y el del « sector informal », existe la misma distancia que proponía Amartya Sen a propósito de la pobreza: en lo esencial, él avanzaba la idea de que es preciso centrar el análisis de la pobreza en las potencialidades del individuo más que sobre los resultados de su funcionamiento. La problemática de la micro-finanza corresponde al primer nivel de esta proposición, y el sector informal al segundo.


� Facilidad de entrada; apelación a recursos locales; propiedad familiar de las empresas; escala restringida de las operaciones; técnica fuertemente intensiva en mano de obra; calificaciones adquiridas fuera del sistema educativo  y técnico oficial; mercados que escapan a la reglamentación y abiertos. De manera más condensada, la mayor parte de las definiciones descriptivas giran en torno a tres criterios -diversamente utilizados-: el tamaño (menos de 20 y hasta diez activos); la informalidad jurídica (no registración y no respeto del derecho del trabajo, fiscal, etc.); la baja intensidad capitalística (el capital técnico y el nivel de capital humano son muy bajos). Cf. Informe Kenya, 1974.


� En numerosos países, a partir de fines de los años sesenta, fueron creados bajo formas variables centros o grupos de estudio encargados de contribuir a la promoción de las PME, especialmente para la preparación de proyectos, el estudio de los mercados, la asistencia en materia de opciones tecnológicas, la capacitación (por ejemplo el CPI en Burundi, el CAPME en Camerún, el CAPEN en Costa de Marfil, la SONEPI en Senegal, la SERDI en Madagascar, la CEPI en Mali, la OPEN en Níger, PROMOGABON, la ONPPME y el Centro Nacional de Promoción de la Inversión Privada en Guinea, la OPEZ en Zaire) (...). Cabe constatar que su impacto ha sido modesto con respecto al número de empresas creadas. En todos los casos, estos centros o sociedades no involucraron a las unidades del sector informal.


Fuentes : José Trouvé, Bilan et propositions de recherches concernant l'approche du développement des petites et moyennes entreprises en Afrique sub-saharienne, In : OIT. Instituto Internacional de estudios sociales. Primera edición 1990. 





   





� Fueron estudiados siete países: Argelia, Ecuador, Jamaica, Níger, Swazilandia, Tailandia y Túnez. Fueron seleccionados tres estratos de empresas: las independientes, las micro-empresas de 2 à 5 activos, y aquellas de 6 a 20 activos. Fueron estudiados cinco sectores: textil, industrias metálicas, industria maderera, reparación mecánica y pequeños negocios de comida.  


� Menos de veinte activos.


� La informalidad es predominante en términos de empleos (a título secundario) en el medio rural. 


� Citado por J. P. Lachaud (Vandenmoortele, 1991) « en la primera parte de la década de 1980, el sector moderno no habría absorbido más que el 6% de los nuevos ingresantes al mercado de trabajo, mientras que alrededor de las tres cuartas partes de éstos habrían encontrado un empleo en el sector informal ».


� La Organización Mundial del Comercio fue creada en 1995, reemplazando a los acuerdos intergubernamentales del GATT (mercancías) y GATS (servicios). 


� Estos enfoques por muestreo proceden en tres etapas: elección razonada del área de encuesta, luego al interior de ésta, selección de los hogares, luego, sobre esta base, selección de las empresas. 


� Más que largo y permanente.


� En su forma genérica, formas de ahorro colectivo cuyo producto beneficia alternativamente a cada uno de los miembros del grupo (NdT). 


� Chevalier Louis : Classes laborieuses et classes dangereuses, París, Hachette, 1984 (1958).


� Lo que según los datos de 1997 llevaría a considerar que para los países de nivel de desarrollo humano intermedio, este umbral se situaría entre: 1596$ (Trinidad y Tobago) y 167$ (Pakistán); para los países de nivel de desarrollo escaso: 166$ (Laos) y 64$ (Sierra Leone). Fuentes: Rapport Mondial sur le Développement Humain. 1999. PNUD. 


� ATTENTION (NdT), CETTE NOTE EST DEJA APPARUE (10) ;  ELLE SEMBLE MAL PLACEE ICI : Ces approches sur échantillon procèdent par trois stades : choix raisonné de la zone d'enquête, puis à l'intérieur de celle-ci, choix des ménages, puis sur cette base, choix des entreprises. (REMPLACER PAR LA REFERENCE BIBLIOGRAPHIQUE ?)


� Como pueden serlo los Sistemas de Economía Local (SEL) de intercambios en trabajo. Ver: Exclusion et liens Financiers. Rapport du Centre Walras. 1999-2000. Bajo la dirección de Jean Michel Servet. Economica.


� Grupo étnico-religioso en Senegal (NdT).


� Esta intermediación tradicional puede -como en Senegal, entre los Mourides- concernir volúmenes considerables y operar en una relación estrecha con los medios de negocios y del Estado. Ella no es siempre entonces sinónimo de pobreza.


� Entre los 9 gigantes de la micro-finanza, 6 se sitúan en Asia (Grameen Bank y BRAC en Bangladesh; BAAC y Government Saving  en Tailandia, el Banco de Agricultura en Vietnam; National Saving en Sri Lanka) y una en Colombia (Caja social) .


� « La proximidad en tanto fundamento de la evaluación del riesgo » según Mohamed Lemine Ould Raghani (Ibid; p. 42). 


� Al Grameen Bank se agrega en Indonesia, el Bank Rakyat, que sirve a  2,5 millones de clientes y drena los fondos de 12 millones de ahorristas, y el Thailand's Bank of Agriculture and Agriculture Coopératives con 1 millón de tomadores de crédito y 3,6 millones de ahorristas (Informe preparatorio a la Asamblea General de las Naciones Unidas, del 18 de diciembre de 1997). A esto se agregan las instituciones camboyanas, vietnamitas, indias, malasias, etc.


� Acción Internacional ha distribuido un millón de préstamos desde hace 5 años y alcanza 300 millones de cartera de créditos anuales sobre sus 19 sucursales. Cerca de 300.000 tomadores de crédito están ivolucrados. El Banco Solidario de Bolivia trata con 67.000 clientes. Además, la Asociación para el Desarrollo de las Micro-empresas de la República Dominicana y la Acción Comunitaria de Perú completan este panorama. 


� Actualmente alrededor de 3.000 instituciones de micro-finanzas están operando en el conjunto de los países en desarrollo (http://WWW.grameen-info.org).


� Las instituciones elegibles deben servir al menos a 3.000 clientes pobres, el 50% de los cuales deben ser mujeres; ellas deben movilizar el ahorro doméstico. 


� Participan 25 instituciones. 


� Ellas emplearían 500 millones de pobres a través del mundo. 


� Se trata de inclusiones portadoras de más equidad y de ciudadanía.


� Con sus características de evasión relativa a la fiscalidad directa e indirecta, como así también del peso de las retenciones indirectas sobre el comercio exterior. 


� El ejemplo de los países pobres más endeudados o incluso el de las pequeñas economías insulares muestran cómo la affirmative action puede superar la escala de los individuos para ser transpuesta a otras categorías.  


� Se decidió luego que los costos de gestión y de metodología también serían asumidos por las familias con una prolongación del plazo de los reembolsos.


� Ver el sitio web : y PSE en la bibliografía. 


� Por cierto existen aparatos con baterias pero no son las condiciones de una extensión notable del mercado. 


� Esta conclusión, que resulta de los estudios realizados en Asia (ESCAP, 1991) también es correcta para el caso de Africa y de América Latina


� Véase FEANTSA, informaciones en linea www.feantsa.org


� Véase Circle of Friends for American Veterans, informaciones en linea www.vets.org


� Véase Women and habitat Programme en www.unchs.org y la actividad del Women and Shelter Committee de HIC en www.redmujer.org.ar/


� CETIM-AAJ (2001). Las actividades de las transnacionales y la necesidad de su control jurídico. Seminario; Celigny, Suiza, en linea www.globenet.org/aitec/chantiers/mondialisation/multinationales/seminairecetim.htm


� Véase información en www.unchs.org/tenure


� Ver la Nota de Información sobre el cuarto FIPU


� Cities Without Slums


� City Development Strategies


� The Global Campaign on Urban Governance


� Nairobi es considerada casi como una ciudad rica, con un gasto per cápita cercano a los 70 dólares. En efecto, Dar es Salaam, por ejemplo, no moviliza más que 6 dólares aproximadamente, es decir 200 veces menos que una ciudad del Norte. Es cierto que, a escala local, los únicos recursos potenciales significativos tienen por base el hábitat y la propiedad de terreno, y ya conocemos los obstáculos que encuentra, en África, una movilización de recursos fiscales de este tipo. Sobre el continente, el efecto más inmediato de la disminución de la participación del Estado ha sido la caída –en unos diez años aproximadamente- de alrededor del 20% de los gastos destinados a las infraestructuras y servicios de función local.


� Dichos principios (o normas) son : la sustentabilidad del desarrollo urbano, la subsidiaridad, la igualdad de acceso a los procesos de decisión y a la cobertura de las necesidades elementales de la vida urbana, la eficacia de los servicios públicos y de la promoción del desarrollo económico, la transparencia y responsabilidad de quienes toman decisiones y de los habitantes, el compromiso cívico y la ciudadanía, la seguridad de todos los individuos y de su marco de vida.


� Los otros temas son, en orden decreciente en la base de datos : ordenación urbana y regional, gestión de los residuos, reducción de la pobreza, vivienda, agua y saneamiento, seguridad y prevención de la delincuencia, desarrollo económico, acceso a la propiedad y regularización de la propiedad de la tierra, seguridad frente a las catástrofes y situaciones de emergencia, integración social, educación y cultura, ordenación territorial, lucha contra la insalubridad y la precariedad del hábitat, salud, transporte público.
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